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INTRODUCCIÓN 

La migración siempre ha hecho parte de la historia de la humanidad. Desde los 

primeros registros de la vida humana en sociedad, se han evidenciado procesos migratorios 

asociados con la subsistencia y la búsqueda de mejores condiciones de vida. En pleno siglo 

XXI el fenómeno de la migración en el mundo sigue su curso, generando presiones sobre las 

naciones expulsoras y receptoras en todos los continentes. 

 América Latina no es la excepción, pues a lo largo de su historia ha recepcionado 

flujos migratorios principalmente europeos y recientemente se destacan tres procesos que dan 

cuenta de la movilidad humana de orden trasnacional en esta región del mundo: 1) la que 

tiene lugar en Centroamérica, en donde migrantes de Guatemala, Honduras, El Salvador y 

Nicaragua transitan temporalmente por la frontera entre México y Guatemala para llegar a 

Estados Unidos; 2) la migración  Haitiana, que impacta principalmente a Estados Unidos, 

República Dominicana y Canadá y; 3) la diáspora de población venezolana que se encuentra 

dispersa por el mundo, pero cuya principal región receptora es Latinoamérica. Según la ONU 

(2019), “los países en Latinoamérica y el Caribe han recibido a unos 2,7 millones de 

venezolanos”. Colombia es el principal país de acogida con 1.717.352, seguido de Perú con 

1.043.460, Chile con 457.324, Ecuador con 417.199, Brasil con 262.475 y Argentina con 

179.203 (R4V, 2020).  

Los anteriores referentes migratorios han hecho que las naciones emitan una respuesta 

en materia de política pública para atender las múltiples demandas de la creciente población 

migrante, con el objetivo de reducir los conflictos y establecer un proceso de inclusión socio 

económica. Una de las mayores demandas de los migrantes se relaciona con la inclusión 

laboral, pues enfrentan la necesidad de generar ingresos para su subsistencia y la de los 

familiares que dependen económicamente de ellos. 

De acuerdo con lo precedente, la política pública de vinculación laboral de población 

migrante además de promover la adquisición de un empleo o la realización de una actividad 

económica que derive en la obtención de una renta; libra al migrante de la miseria que 

produce la desigualdad de la renta, la falta de acceso a la salud, educación e integración 

social. Estimulando el desarrollo económico en el territorio que decida implementar este tipo 

de política (Martínez, 2000). 



 

 

De allí que la presente investigación se haya planteado como objetivo realizar un 

análisis comparado de las características de los instrumentos normativos de la política pública 

vigentes en América Latina en el año 2019, que regulan aspectos relacionados con la 

población migrante, enfatizando en aquellos que hacen referencia a asuntos laborales. Para 

ello, se realizó un análisis documental de cuarenta y ocho (48) instrumentos de política 

pública para la población migrante, que se encontraban vigentes en América Latina en el año 

2019 y, posteriormente, se analizaron treinta y dos (32) instrumentos relacionados 

específicamente con asuntos laborales.  

Los instrumentos normativos que se analizaron fueron leyes, decretos, resoluciones, 

disposiciones, políticas públicas, documentos conpes, programas y circulares vigentes en el 

año 2019 en Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, Perú, Chile, Uruguay, Paraguay, Argentina, 

México y Venezuela. Estos instrumentos tuvieron su génesis en la voluntad política de los 

respectivos  gobiernos, a través de los cuales se regularizó, reglamentó e incentivó  la 

respuesta a las demandas que surgían por parte de la población migrante, dentro de ellas la 

promoción de su vinculación.  

El análisis de los instrumentos se efectuó a través de una matriz general y una matriz 

particular en las cuales se establecieron unas variables y dimensiones, que correspondían a los 

elementos característicos de las normas. Además, se implementó una codificación fijando la 

presencia o ausencia de determinada variable y/o dimensión por cada uno de los instrumentos 

objeto de estudio,  para así seleccionar y organizar la información a fin de abordar los 

objetivos de la presente investigación.  

La tesis se estructura en cinco (5) apartados. En el primero se presentan los elementos 

teóricos necesarios para el estudio de la migración y su relación con el desarrollo. El segundo 

capítulo, da cuenta de la metodología utilizada para el tratamiento y procesamiento de la 

información, en aras de alcanzar los objetivos planteados. En el tercero se presentan los 

resultados obtenidos relacionados con las características de los instrumentos de política 

pública vigentes en América Latina para atender a la población migrante. Posteriormente, en 

el cuarto se enfatiza en los instrumentos relacionados con aspectos laborales y, finalmente en 

el quinto, se plantean las principales conclusiones de la investigación a la luz de los objetivos 

propuestos. 



 

 

1. MARCO TEÓRICO: MIGRACIÓN, INCLUSIÓN Y DESARROLLO 

En este capítulo se presenta una reflexión teórica sobre la migración; el proceso de inserción al 

mercado laboral al que se encuentran sujetos los migrantes en las sociedades de acogida y su 

relación con las políticas públicas y el desarrollo. En primer lugar, se aborda el fenómeno de la 

migración desde las teorías económicas que la explican.  Luego, se reflexiona sobre las bases 

conceptuales de la migración, enfatizando en sus causas y consecuencias. Seguidamente, se 

considerará las categorías de análisis sobre la relevancia de la vinculación laboral de la población 

migrante como proceso de reducción de conflictos sociales y; finalmente, se analiza el impacto 

que las políticas públicas de inclusión laboral para los migrantes pueden tener en el desarrollo.    

 

1.1. Migración desde las Teorías económicas.  

Según García (2017) existen unas teorías económicas sobre las migraciones que han 

pretendido explicar las causas de la migración desde un enfoque económico.   

 Una de ellas es la teoría neoclásica, según Portes y Bach (1985) citado por García (2017)   

también es llamada como teoría del mercado de trabajo, la cual sostiene que la migración tiene 

como función reducir los desequilibrios entre salarios y tasa de empleo entre los mercados de 

trabajo de los diferentes países.  Esta teoría tiene dos perspectivas a saber: macroeconómica y 

microeconómica.           

 Por su parte, la perspectiva macroeconómica cuyo principal exponente es el economista 

William Arthur Lewis, según García (2017) Lewis explicaba que el proceso de desarrollo motivaba 

la migración rural hacia las ciudades de lo cual se nutría la economía industrial urbana, lo cual 

posteriormente se utilizó para emigración de los países en desarrollo hacia los países desarrollados.  

Más adelante, según Malgesini (1998) citado por García (2017) afirmaba que a mayor número de 

trabajadores que de capital, un país tendría un nivel salarial bajo, por lo cual la migración servía 

para equiparar los salarios de los países.  Otro exponente de esta teoría es Massey (2000) citado 

por García (2017) agrega a esta teoría macro que los trabajadores que son especializados pueden 

seguir flujos diferentes a los no cualificados y que si un gobierno pretende controlar la migración 

debe intervenir para modificar el mercado de trabajo sea del país emisor o receptor.   

 De otro lado, la perspectiva microeconómica según García (2017) fue incluida en la teoría 

neoclásica por Borjas (1989) autor que consideraba que el individuo es un actor racional por lo 

cual el migrante es un trabajador que buscar maximizar sus ingresos y bienestar o reducir costes. 



 

 

 Por ello este enfoque se basa en la decisión personal, voluntaria y espontánea del sujeto 

para migrar. Por otra parte, está la teoría de sistemas mundiales, en la que, Según Massey 

(1993), la migración internacional se origina en el proceso de desarrollo del mercado capitalista 

en el mundo, se produce generalmente en potencias coloniales pasadas, en las que la economía 

global penetra regiones periféricas creando flujos internacionales de mano de obra, por lo cual es 

producto de la organización política y económica de un mercado en expansión.    

 Para la teoría del mercado dual del trabajo, según González (2011) el motivo de las 

migraciones internacionales se da en una dinámica de oferta y demanda de la fuerza de trabajo 

acompañado de elementos como el estatus y prestigio.   Para el país receptor la fuerza de trabajo 

está caracterizada por mano de obra flexible y barata. En ese contexto se produce una división del 

mercado de trabajo de segmentos primarios y secundarios dado que la demanda de fuerza de 

trabajo para los puestos bajos no es copada por los nativos, por lo cual los empleadores solicitan 

el trabajo de la población migrante intercambiando la fuerza de  trabajo  no cualificada, flexible y 

barata en contraprestación de un salario bajo con el cual el inmigrante puede enviar remesas a su 

país de origen sin importar el trabajo o el estatus toda vez que en su país de origen adquieren 

prestigio. 

1.2 Bases conceptuales de la migración, causas y consecuencias 

Los procesos de migración son una constante en la historia de la humanidad, dado que la 

sociedad en el transcurso de su evolución ha visto intrínseco el desplazamiento de un número 

considerable de ciudadanos en distintas latitudes del planeta, con el propósito de obtener 

condiciones mejores de vida (Perilla, 2011). Según McAdam (2014), la migración es un 

movimiento asociado a profundos retos individuales como colectivos: 

Un movimiento en respuesta a un riesgo objetivamente perceptible, como una inundación o un terremoto, es 

la dimensión social subyacente la que lo transformará de un evento puramente peligroso a una situación de 

estrés que pone a prueba la resiliencia de los individuos y las comunidades, y que puede originar el 

movimiento. Las características de la migración dependerán de los recursos y la capacidad de quienes se 

desplazan, así como de la capacidad del Estado hacia o dentro del cual estas personas se desplazan para 

responder a su difícil situación. (p.10) 

Pries (2000) afirma que existen diversos tipos de migración. Una clasificación propuesta 

por este autor es aquella que hace referencia a la emigración/inmigración, la migración diáspora, 

la remigración y la transmigración, cada una de las cuales presentan particularidades específicas 

que permiten diferenciar los procesos migratorios. 



 

 

La emigración/ inmigración, según Pries (2000), consiste en que los migrantes cambian 

definitivamente de región y país de residencia, después de un tiempo prolongado, ocurriendo un 

proceso acompañado de indecisión y transición, integrándose por completo al lugar de destino, 

aunque en ciertas ocasiones continúan manteniendo vínculos con su país de origen. Estos tipos 

de migración, de conformidad con Blanco (2000), citado por Micolta (2005), se diferencian en 

los siguientes aspectos:  

El proceso migratorio se inicia con la emigración o abandono, por parte de una persona o grupo, del lugar del 

origen por un periodo de tiempo prolongado o indefinido. Con respecto a este lugar de origen, el sujeto 

migrante es considerado como emigrante. La inmigración o asentamiento de población foránea en el seno de 

una comunidad dada, constituye la segunda parte de esta fase inicial. En relación con el lugar de destino, el 

mismo sujeto o grupo que había abandonado su lugar de origen, adopta la figura de inmigrante. (p.63) 

Por su parte, para Pries (2000), la migración diáspora hace referencia a la migración 

internacional, que no es de carácter permanente y que surge principalmente por razones de 

creencia, religión y lealtad a una organización, la cual “no resulta en un cambio definitivo de 

residencia –como en el caso de los emigrantes-, ni en una salida temporal y un regreso 

definitivo- como en el caso de los remigrantes-. Las decisiones que la originan están 

subordinadas a una -lógica mayor- de comunidades u organizaciones transnacionales que pueden 

´enviar´ o ´guiar´ a individuos o grupos a diferentes lugares según sus necesidades” (p.52). Así 

pues, las iglesias, cuerpos diplomáticos, fundaciones, empresas y órganos internacionales 

representan redes complejas de migración de tipo diáspora. Estos se ubican física y 

económicamente en el lugar de acogida y tienen un reducido proceso de inclusión sociocultural, 

manteniendo fuerte dependencia con su ´organización transnacional´ que define la temporalidad 

y espacialidad de su migración (Pries, 2000). 

La remigración, según el autor Pries (1999), se refiere a aquellos migrantes que por 

diversos motivos y circunstancias vuelven a su lugar, país o región de origen después de un 

tiempo determinado y; la transmigración consiste en una forma de vivir y sobrevivir, en la que de 

manera constante los migrantes cambian de lugar de residencia y se entretejen en diferentes 

lugares geográficamente. 

Además, existe un asunto de vital importancia para las naciones a nivel mundial asociada 

con este fenómeno, la migración irregular, la cual tiene su origen en las restricciones que 

establecen los Estados para ingresar a su territorio de acuerdo con sus políticas migratorias 

transfronterizas, aspecto que es respaldado arguyendo una protección a su soberanía (UIP, OIT y 



 

 

OHCHR, 2015).  Sin embargo, cuando los Estados deciden permitir el ingreso de la población 

migrante debido a la flexibilidad de su política migratoria, lo efectúan en muchas ocasiones a 

través de un proceso de selección de las personas que son “aptas” para formar parte de su nación, 

con base en su nivel educativo, perfil profesional, sexo y nacionalidad. No obstante, estas 

decisiones no siempre están en armonía con las demandas del mercado. 

Un tema central en el ámbito nacional es, pues, la contradicción entre el Estado y el mercado: quienes 

diseñan las políticas buscan admitir únicamente a aquellos migrantes que ellos o el público piensan que son 

económicamente productivos y socialmente aceptables, mientras que los patrones demandan trabajadores de 

todo tipo y distintos niveles de capacitación. Es frecuente que las reglas de migración den la señal a los 

migrantes de que se queden fuera, mientras que el mercado les de la señal de que son bienvenidos. A veces, 

los gobiernos utilizan las aprehensiones de los migrantes irregulares como una manera de apaciguar la 

opinión pública, mientras que permiten tácitamente la migración irregular de fuerza de trabajo para que cubra 

las demandas de los patrones. Estados Unidos, Malasia, Japón, Reino Unido y muchos otros Estados han 

hecho esto de varias maneras. Algunos patrones de hecho prefieren a los migrantes irregulares, porque 

carecen de derechos, no pueden quejarse ante las autoridades o sindicatos y, por tanto, son fácilmente 

explotables. (Castles, 2010, p. 55) 

Otras clasificaciones del fenómeno de la migración, diferentes a las propuestas por Pries 

(2000; 1999), son la migración internacional y la migración interna. De conformidad con Blanco 

(2000), citado por Micolta (2005), la migración internacional se subdivide en dos dimensiones, 

refiriendo la primera al traspaso de las fronteras nacionales, existiendo determinados controles 

administrativos que derivan rigurosamente del Estado receptor de la población migrante y 

escasamente del Estado emisor. En cuanto a la segunda dimensión, alude al cruce de los límites 

establecidos por unidades territoriales más extensas, un ejemplo de esto es la Unión Europea, en 

donde existen ciudadanos comunitarios y no comunitarios, con base en los acuerdos que entre las 

naciones se haya determinado.  

En lo que concierne a la migración interna para Macció (1985), es aquella en la cual “el 

lugar de origen y el lugar de destino del migrante se encuentran dentro del mismo Estado” 

(p.120). Adicionalmente, Rodríguez (2004), refiere que de este tipo de migración derivan 

cambios en la población con una connotación de carácter subnacional; al igual que su influencia 

en la forma en cómo se encuentran distribuidos los territorios, la cantidad de personas que los 

integran y las características de la población.   

Así las cosas, la migración es un proceso social que ocurre debido a las circunstancias 

externas o internas de una nación que obliga a su población a buscar una mejor alternativa de 

vida, en otros lugares del mismo Estado (interna) o fuera de él (internacional). Dentro de las 

causas de la migración se encuentran según la Declaración de Nueva York para los Refugiados y 



 

 

los Migrantes (2016), la búsqueda de nuevas oportunidades económicas, escapar de un conflicto 

armado, la pobreza, la inseguridad alimentaria, la persecución, el terrorismo, las violaciones a los 

derechos humanos y las consecuencias de los desastres naturales ocasionados por el cambio 

climático. Estas situaciones, además de ser un asunto social y político, también tienen su origen 

en contextos personales, a través de los cuales un grupo social determinado o una sociedad se ve 

forzada a reaccionar a tajantes eventualidades que aturden su tranquilidad o proyecto de vida, 

debiendo buscar una pronta y ágil solución a sus problemas, teniendo como única opción 

desplazarse hacia un nuevo territorio que consideran apropiado para desarrollar su proyecto de 

vida. 

Conforme a lo anterior, si no se gestiona adecuadamente, la migración podría tener varias 

consecuencias para las sociedades receptoras. Según la OIM (2015), estas pueden ser: la 

ampliación de las condiciones de exclusión y vulnerabilidad de la población migrante y las 

dificultades en el acceso a la vivienda, el empleo, la educación, la salud, y demás servicios 

sociales; lo que conlleva a que dichas personas se encuentren en circunstancias de vulneración y 

segregación, afectando en términos generales el nivel de desarrollo del territorio de acogida. 

Sumado a lo precedente, existen otras consecuencias como “el aumento del desempleo, la 

caída de los salarios, las disputas por los servicios sociales, la depresión de los precios de bienes 

muebles e inmuebles en sus lugares de residencia e infestar de plagas y enfermedades su entorno, 

como también generar violencia y delincuencia” (Gómez, 2010, p.86).   

No obstante, para la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes 

(2016), una de las consecuencias favorables de la migración regular es su contribución al 

crecimiento inclusivo y el desarrollo sostenible, dado el intercambio cultural de valores y la 

diversidad que existe al perpetrarse una mezcla de todas estas condiciones que de una u otra 

manera impulsan la economía. La OIM (2015), considera que la migración puede ser concebida 

desde una ventaja social y económica, siempre y cuando se dé una vinculación de la población 

migrante a la economía formal, esto se efectúa entre otras cosas, mediante un proceso de 

inclusión exitoso en el mercado laboral, convirtiéndose dicho aspecto en un elemento clave para 

el crecimiento, debido a que los ingresos percibidos estimulan la demanda agregada y favorecen 

la satisfacción de necesidades básicas. 

 



 

 

1.3. Migración y Mercado laboral 

Los trabajadores migrantes por lo general se enfrentan en los países receptores a barreras de 

acceso al mercado laboral, de allí que se vinculen principalmente con la informalidad, laboren en 

precarias condiciones de trabajo, tengan acceso limitado al sistema de protección social y sean 

objeto de abusos en los lugares de trabajo (OIT, 2019). Los migrantes se ven abocados a superar 

la discriminación por su condición étnico-racial, por su misma condición de migrante y, más aún, 

por su estatus migratorio irregular, razón por la cual el mercado les ofrece baja remuneración y 

alta exigencia de trabajo físico (Rangel, 2020; Benencia, Ramos y Salusso, 2016).     

Según Prieto, Robaina, Koolhaas y Pellegrino (2016), en un estudio realizado en el 

contexto de la ley migratoria uruguaya se encontró que los migrantes, en especial de origen 

latinoamericano, enfrentan mayores dificultades de acceso al empleo que la población nativa no 

migrante con similares características de sexo, edad y educación. Así mismo, en México, a pesar 

de existir la Ley de Migración que a primera vista es incluyente, respetuosa y reconocedora de 

derechos humanos, siguen existiendo situaciones de vulnerabilidad para los migrantes, 

expresadas en las violaciones a sus derechos humanos, tales como abuso sexual, tráfico y trata de 

personas, asesinato, robo, extorsión, explotación laboral y transgresión de sus derechos de 

seguridad social y laboral (Torrez, 2018). 

Según Gissi y Polo (2020), quienes toman como ejemplo la inserción de los colombianos 

en el mercado laboral chileno, entre las barreras de acceso se encuentran las de género, raza, 

título universitario y las circunstancias asociadas al momento de su llegada al país, lo cual 

constituye un desafío general para los migrantes. Sin embargo, quienes logran superarlas a través 

de la vinculación con un contrato de trabajo o materializar una idea de emprendimiento, suelen 

ser aceptados socialmente como “buenos migrantes”, ya que contribuyen con la economía local. 

Desarrollar una actividad económica de emprendimiento, también implica una superación 

de la situación de precariedad y vulnerabilidad, tal como ocurre en el caso de los migrantes 

peruanos en Chile, que han desarrollado emprendimientos gastronómicos de comida peruana 

como lo señala Monsalve (2019).  Otro ejemplo de ello es el caso de los migrantes bolivianos en 

Río Cuarto, Argentina, que se han vinculado a economías que se reconocen como étnicas en el 

sector hortícola (Benencia, et al., 2016).  De igual forma, lo señalan Bonilla y Rivero (2020), en 

el caso de los migrantes venezolanos en Bucaramanga, Colombia, que han creado iniciativas 

empresariales en el sector servicios.        



 

 

Según Maldonado, Martínez y Martínez (2018), los migrantes suelen ocuparse en 

actividades menos atractivas para los trabajadores locales como la agricultura, la construcción y 

actividades intensas en mano de obra como trabajo doméstico, turismo y hotelería. Otros 

migrantes se desarrollan en algunas actividades informales para cubrir gastos básicos y enviar 

una ayuda económica a sus familiares en el país de origen, como sucede con los migrantes 

venezolanos en la parroquia de Olmedo en Guayaquil, Ecuador, que trabajan como vendedores 

informales (Rodríguez, Jaramillo y Alava, 2019). 

Por otra parte, existen migrantes que logran desempeñarse de forma regular en el sector 

servicios tales como restaurantes, agencias de publicidad, agencias de viajes, alquiler de 

lavadoras, firmas de consultoría como consecuencia del desarrollo de ideas de emprendimiento, 

como ocurre con algunos venezolanos en Bucaramanga, Colombia (Bonilla y Rivero, 2020). No 

obstante, emprender es más favorable para aquellos que migraron de manera regular, poseen 

algún tipo de capital y cuentan con mayores niveles educativos. 

Finalmente, es preciso establecer que algunos migrantes profesionales se desempeñan en el 

país de destino como pioneros. Según Mendoza (2018) su trabajo consiste en abrir nichos de 

mercado o filiales, que responden a ejecuciones de directrices operativas de las empresas 

trasnacionales con los que están vinculados y, por ello, tienen una mayor garantía en el aspecto 

laboral y, a su vez, les permite una mayor aceptación en el mercado laboral local. 

 

1.4. Políticas Públicas e inclusión laboral 

El gobierno está en la obligación de atender las demandas de la ciudadanía y hacerla partícipe de 

los sucesos en los cuales deba tomarse una medida necesaria para la cesación de una situación 

que atenta contra su bienestar; o en su defecto, puede establecer parámetros y lineamientos en 

aras de evitar consecuencias adversas o prevenirlas, materializándose esta actuación en políticas 

públicas, las cuales según Roth (2009), son producto de unos objetivos comunes que el Estado 

considera indispensable ejecutar para modificar una situación que es estimada como un 

problema, llevándose a cabo acciones por parte de una institución u entidad del Estado, que 

busca direccionar el proceder de los actores que son partícipes del cambio.  

Es así como una política pública que busque promover la vinculación laboral de la 

población migrante, es el camino ideal para estimular el desarrollo económico en el territorio en 

el que se ejecute, al establecerse canales de apoyo entre los distintos sectores en aras de crear 



 

 

capacidades en una persona para adquirir un empleo o realizar una actividad económica y  ganar 

una renta, librándose de esta manera de la miseria que se produce por la desigualdad de la renta y 

la falta de acceso a salud, educación e integración social (Martínez, 2000). 

Lo anterior, es consecuente con lo expuesto por Sen (2000), quien destaca la importancia 

del desarrollo de las capacidades humanas para poder obtener libertades y llevar una vida en 

condiciones dignas, según este autor: 

La mejora de las capacidades humanas también tiende a ir acompañada de un aumento de las productividades 

y del poder para obtener ingresos, esa conexión establece una importante relación indirecta a través de la cual 

las mejoras de las capacidades contribuyen tanto directa como indirectamente a enriquecer la vida del hombre 

y a conseguir que las privaciones sean un fenómeno más raro y menos grave. (p.120) 

 

De esta manera, el desarrollo económico puede obtener un incremento al establecerse 

medidas que mejoren la calidad de vida de los ciudadanos, y que los mismos se encuentren 

capacitados para acceder a un empleo, ocasionando así un aumento en el capital humano  

favorable para la expansión económica, sin dejar de lado la posibilidad de que los ciudadanos 

puedan tener una vida con menos vulneraciones, toda vez que la vulneración de un derecho 

conlleva a otros más; es por esto que el desarrollo económico se convierte en un instrumento 

para que las vidas humanas sean llevadas a cabo en condiciones dignas.  

Pero el crecimiento económico, aun siendo un elemento de la política pública sensata, no es más que una 

parte y un instrumento de esta. Son las personas quienes importan en última instancia; los beneficios 

económicos constituyen solamente medios instrumentales para las vidas humanas, que son sus fines. La 

finalidad del desarrollo global –como la finalidad de una buena política a escala nacional- consiste en hacer 

posible que las personas vivan vidas plenas y creativas, desarrollen su potencial y formen una existencia 

significativa acorde con la igualdad de dignidad humana de todos los individuos. (Nussbaum,2012, p.217) 

 

Por otro lado, de acuerdo con la OIM (2015), los gobiernos nacionales, locales, junto con 

el sector privado a través de las políticas públicas, deben fortalecer el potencial económico que 

genera la población migrante mediante su participación en la economía; una de estas formas es 

incluyendo a los migrantes en el mercado laboral, así como el apoyo a los empresarios migrantes 

para que aumenten los beneficios derivados de su actividad económica e incidan positivamente 

en el desarrollo local; esto se logra mediante la capacitación, el establecimiento de redes y la 

creación de oportunidades de subsistencia. 

De esta manera, la migración puede generar una transformación y disminuir la pobreza, 

debido a las múltiples estrategias de sobrevivencia y supervivencia que se ingenia la población 

migrante. Sin embargo, esto no fluye de manera espontánea y para que pueda materializarse, se 

necesita de la consolidación de una gobernanza de escala múltiple, en donde los diversos actores, 



 

 

nacionales, locales y empresas privadas, aprovechen al máximo la diversidad cultural y social 

que conforman las urbes, haciendo de esto una ventaja social y económica (Hagan y Wassink, 

2016). 

En este mismo sentido, de acuerdo con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en 

adelante, ODS, acogidos en 2015  por los países miembros del Programa de las Naciones unidas 

para el desarrollo, adoptados en la agenda para 2030 bajo el lema de  “no dejar a nadie atrás”, 

respecto a la migración, se ha trazado la meta 10.7 que señala: 

 “ Facilitar la migración y la movilidad ordenadas, seguras, regulares y responsables 

de las personas, incluso mediante la aplicación de políticas migratorias planificadas y bien 

gestionadas”.  

Así mismo, respecto del trabajo migrante en la meta 8.8 contempla: 

 “proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo seguro y sin riesgos 

para todos los trabajadores incluidos los trabajadores migrantes, en particular las mujeres 

migrantes y las personas con empleos precarios” (OIT,2015).  

Al respecto de esta última meta, para la OIT (2015), varios países adolecen de la 

capacidad para enfrentar la situación de la migración y la movilidad laboral incluyendo los 

flujos de refugiados en aumento,  debido a la deficiente sinergia entre el mercado de trabajo y 

la gobernanza, en consecuencia se hallan problemas de migración irregular, desajustes de oferta 

y demanda,  discriminación, entre otras.  Afirma que en caso de no lograrse una buena gestión 

en este propósito,  los déficits de trabajo decente pueden ser más gravosos para los trabajadores 

migrantes y generar costos sociales y económicos adversos en el largo plazo para los países de 

origen y receptores.  

Teniendo en cuenta lo anterior, la inclusión de los migrantes en el mercado laboral para 

generar crecimiento y desarrollo debe impulsarse mediante el diseño y la implementación de 

políticas públicas construidas de manera conjunta por el gobierno central, los entes territoriales, 

las entidades privadas, las organizaciones internacionales y los migrantes. En consonancia con 

esto,  la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes (2016), reconoce la 

importancia trascendental de la migración internacional como una realidad viviente en las 

naciones, toda vez que tiene una gran injerencia en el desarrollo de los países de origen, tránsito 



 

 

y destino, destacándose así el aporte de la población migrante en el desarrollo económico de las 

poblaciones de acogida y la creación de riqueza mundial, teniendo en cuenta que mediante el 

desempeño eficiente de las labores que han decidido ejecutar los trabajadores migrantes se 

puede, en algunos casos, responder a las tendencias demográficas y a la escasez de mano de 

obra, equilibrando el mercado laboral, contribuyendo con la creación de nuevos oficios y 

generando dinamismo económico. 

En síntesis, es indispensable efectuar un enfoque de las capacidades de la población 

migrante, específicamente promoviendo la inclusión laboral, en donde a través de las políticas 

públicas, se genere un intento para mejorar las condiciones de vida de esta población, 

propiciando indirectamente el impulso económico. Según Nussbaum (2012), el enfoque de las 

capacidades:  

Se ocupa de la injusticia y la desigualdad sociales arraigadas, y, en especial, de aquellas fallas y omisiones de 

capacidades que obedecen a la presencia de discriminación o marginación. Asigna una tarea urgente al 

Estado y a las políticas públicas: concretamente, la de mejorar la calidad de vida para todas las personas, una 

calidad de vida definida por las capacidades de estas. (p. 38-39) 

 

 



 

 

2. ELEMENTOS METODOLÓGICOS DE LA INVESTIGACIÓN 

En este capítulo se presentará el diseño metodológico definido para el desarrollo del proyecto, 

indicando el tipo de investigación, los objetivos, las dimensiones de análisis y el marco de 

procesamiento y análisis de información utilizado para obtener las respuestas a los interrogantes 

que la motivaron. 

 

2.1. Tipo de la investigación 

Esta tesis es de enfoque cualitativo, de nivel exploratorio y descriptivo, toda vez que sustenta su 

estudio en la revisión documental de cuarenta y ocho (48) instrumentos de política pública para la 

población migrante, que se encontraban vigentes en el año 2019 en once (11) países de América 

Latina (Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, Perú, Chile, Paraguay, Argentina, México, Uruguay 

y Venezuela), estableciéndose como pionera en el tema comparado y analítico de las 

disposiciones con las que cuentan los países de la región para atender las demandas de los 

migrantes. 

Para Quecedo y Castaño (2002), la investigación cualitativa puede definirse como aquella 

investigación que produce datos descriptivos, que es flexible e inductiva, de manera que “los 

investigadores comprenden y desarrollan conceptos partiendo de pautas de los datos, y no 

recogiendo datos para evaluar hipótesis o teorías preconcebidas”. 

El carácter exploratorio de la tesis se evidencia en que constituye un primer acercamiento a 

un análisis comparado sobre instrumentos orientadores de la respuesta pública (leyes, decretos, 

disposiciones, políticas, resoluciones, circulares, programas y conpes), de los Estados 

latinoamericanos en materia migratoria. Cauas (2015), manifiesta que este tipo de estudio tiene 

como objetivo “examinar un tema o problema de investigación poco estudiado o que no ha sido 

abordado antes. Estos estudios sirven para aumentar el grado de familiaridad con fenómenos 

relativamente desconocidos. En pocas ocasiones este tipo de estudio constituye un fin en sí, dado 

que por lo general determinan tendencias, identifican relaciones potenciales entre variables” 

(p.5).  

De acuerdo con esto, para poder materializar el nivel de análisis exploratorio fue 

indispensable la selección e identificación de las disposiciones migratorias y escoger 

específicamente las que estuvieran vigentes e hicieran referencia a asuntos laborales en cada uno 

de los países objeto de estudio.  



 

 

Seguido del nivel exploratorio, se efectuó una descripción de cada uno de los documentos 

seleccionados, este alcance se dio a través de la comprensión y explicación de las apuestas 

generales y particulares (laborales) de los Estados latinoamericanos respecto a la población 

migrante. De acuerdo con Morales (2012), las investigaciones descriptivas consisten en 

identificar los rasgos que hacen diferente a un determinado fenómeno, su objetivo es llegar a 

conocer lo predominante de las actividades y procesos. No solo es una simple recolección de 

datos, sino la relación e identificación existente entre dos o más variables; resumiendo la 

información que se recoge de manera detallada y analizando minuciosamente los resultados, 

generando una expansión de la información para contribuir así al conocimiento. 

 

2.2. Objetivos de la investigación 

El objetivo general de la investigación fue desarrollar un análisis comparado de las características 

de los instrumentos normativos de política pública vigentes en América Latina en el año 2019, 

que regulan asuntos laborales para la población migrante. Para ello, se definieron como objetivos 

específicos los siguientes: 1) describir las características de los instrumentos normativos de 

política pública para población migrante en América Latina, vigentes hasta el año 2019; 2) 

clasificar las apuestas en materia de regulación de asuntos laborales en los instrumentos 

normativos de política pública vigentes en el año 2019 en América Latina para población 

migrante; 3) comparar los instrumentos normativos de política pública relacionados con la 

inclusión laboral de la población migrante en los diferentes países de América Latina. 

 

2.3. Técnica de investigación 

La investigación se soporta en el análisis documental, que implica un conjunto de operaciones 

encaminadas a comprender un documento y su contenido, dando lugar a un subproducto o 

documento secundario que surge un proceso de interpretación y análisis, clasificación y síntesis 

de la información.  

En el análisis documental se produce un triple proceso: Un proceso de comunicación, ya que posibilita y 

permite la recuperación de información para transmitirla. Un proceso de transformación, en el que un 

documento primario sometido a las operaciones de análisis se convierte en otro documento secundario de más 

fácil acceso y difusión. Un proceso analítico-sintético, porque la información es estudiada, interpretada y 

sintetizada minuciosamente para dar lugar a un nuevo documento que lo representa de modo abreviado pero 

preciso. (Castillo, 2005, p.1) 

 



 

 

La investigación analizó cuarenta y ocho (48) instrumentos de política pública para la 

población migrante, que se encontraban vigentes en el año 2019 en once (11) países de América 

Latina, relacionados la Tabla 1. 

 

Tabla 1 

Relación de instrumentos de política pública analizados 
País Tipo de instrumento 

México 
Ley Federal del Trabajo del 01 abril de 1970. 

Ley de migración Mexicana del 25 mayo de 2011. 

Argentina 

Ley 25.871 del 17 diciembre de 2003. 

Disposición No. 1170 del 29 de junio de 2010. 

Decreto No. 892 del 25 de julio de 2016. 

Chile 

Decreto Ley 1094 del 19 de julio de 1975. 

Ley 18156 del 25 de agosto de 1982. 

Decreto con Fuerza de Ley 1 del 31 de julio de 2002. 

Uruguay 
Ley 18250 del 06 de enero de 2008. 

Decreto 394 del 24 de agosto 2009. 

Paraguay Ley 978 del 03 de octubre de 1996 

Brasil 

Ley 6019 del 03 de enero de 1974. 

Decreto 73841 de 1974. 

Ley 13445 del 24 de mayo de 2017. 

Bolivia 

Decreto Ley N°13344 del 30 de Enero de 1976 -Ley de inmigración-. 

Decreto Supremo No. 24423 del 29 de noviembre de 1996. 

Ley No. 1990, del 28 de julio de 1999. 

Ley N°3325 del 2006. 

Ley N° 370 de 2013. 

Reglamento de la ley de migración DS N° 1923 del 13 de marzo de 2014. 

Ley N° 997 del 13 de noviembre de 2017. 

Ecuador 

Política Migratoria de Ecuador. 

Ley Orgánica de Movilidad Humana R- 938 de 2017. 

Reglamento a la Ley Orgánica de Movilidad Humana, Decreto ejecutivo N° 111, del 3 de agosto de 2017. 

Perú 

Decreto - ley N° 689 de 1991, Ley para la contratación de los trabajadores extranjeros del 4 de noviembre de 1991. 

Ley N°28950 del 12 de Enero del 2007. 

Decreto supremo N°067 del 26 de Julio de 2011. 

Ley N° 30001 del 11 de marzo de 2013. 

Ley N° 30525 del 6 de diciembre de 2016. 

Decreto Legislativo Nº 1350 del 6 de Enero de 2017, Decreto Legislativo de Migraciones. 

Decreto Supremo N° 015-2017- RE. Que aprueba la Política Nacional Migratoria 2017-2025. 

Colombia 

Decreto 1239 de 2003. 

Documento CONPES N°3603 de 2009 - consideraciones sobre la Política Integral Migratoria- PIM-. 

Ley 1465 de 2011. 

Ley 1448 de 2011. 

Ley 1565 de 2012. 

Decreto 2353 de 2015. 

Decreto 780 de 2016. 

Decreto 1495 de 2016. 

Decreto 1036 del 24 de Junio de 2016. 

Resolución 5797 de 2017. 

Circular Nº 025 de 2017. 

Resolución 6045 de 2017. 

Circular 056 de 2017 Ministerio del Trabajo. 

Circular Conjunta N°16 del 10 de Abril de 2018. 

CONPES N°3950 del 23 de Noviembre de 2018. 

Programa “Colombia Nos Une”. 

Venezuela Ley de extranjería y migración N° 37.944 del 24 de Mayo de 2004. 

Fuente: Elaboración propia. 

 



 

 

2.4. Variables y dimensiones de análisis 

La definición de las variables y las dimensiones de análisis se realizó partiendo de la revisión 

documental de los cuarenta y ocho (48) instrumentos de política pública que fueron seleccionados 

para el desarrollo de la investigación.  La estructura de contenidos de estos instrumentos y los 

aspectos que regulaban permitió elaborar una matriz denominada “Matriz general”, conformada 

por cinco variables y diecisiete dimensiones de análisis relacionadas y definidas en la Tabla 2.  

Tabla 2  

Matriz general. Variables y dimensiones de análisis 

Variable Descripción Dimensión Descripción 

 

 

 

 

 

1. 

Administrativo 

 
Está vinculada al funcionamiento, 

rendimiento y estructura de una 

organización que tenga como 
objeto la regulación, verificación, 

atención y expedición de 

documentos de los migrantes. Así 
mismo, hace referencia a los 

procedimientos administrativos 

relacionados con la migración, el 
retorno y las deportaciones. 

 
Regulación 

migratoria 

Hace referencia a los procesos relacionados con la condición de 

regularidad administrativa de migrantes, los retornos, las 

deportaciones, las autorizaciones de visas y la regularidad del 
ingreso y movimiento de extranjeros en el Estado receptor. 

 

Atribuciones y 

obligaciones 
institucionales 

Describe cada una de las atribuciones u obligaciones en materia 

migratoria que deben tener las diferentes instituciones que al 

interior de cada país tienen competencias relacionadas con la 
población migrante. 

 

Reestructuración 

institucional 

Considera la creación, supresión o división de instituciones, 
órganos o entidades encargadas de velar por la gestión migratoria. 

 

 

 

 

 

2. 

Económico 

 

 

 
Refiere a las regulaciones de 

orden aduanero en términos 

tributarios, las remesas y el 
proceso de intercambio de oferta y 

demanda entre las naciones de 

origen y destino. 

 
 

Aduanero 

Hace referencia al proceso que regula el pago o la exoneración de 

impuestos, teniendo en cuenta los bienes con los que los 

migrantes ingresan a las naciones y que en algunos casos se 
asocian con actividades de lucro económico. 

 
Remesas 

Alude a la situación mediante la cual se regula el ingreso y salida 

de capital, a través de giros de recursos que los migrantes realizan 

hacía su Estado de origen. 

 

Alianzas 

económicas 

Hace referencia a las articulaciones entre los Estados de origen y 
receptores, a través de la vinculación de empresas de diversos 

sectores económicos e instituciones consulares, para promover la 

demanda de bienes y servicios. 

 

 

 

 

 

 

 

     3. 

 Social 

 

 
 

 

 
Relaciona las disposiciones que 

regulan los derechos y las 

obligaciones de los migrantes, el 
acceso a servicios de salud, 

educación, ayuda humanitaria y 

las acciones para promover la 
inclusión sociocultural. 

 
Asistencia 

humanitaria 

Establece las disposiciones orientadas a brindar apoyo para el 
suministro de bienes y servicios básicos, transporte, alojamiento 

transitorio e información para la población migrante.  

 
 

Salud 

Determina las acciones que toman los Estados receptores 

encaminadas a la conservación y preservación de la vida, o de una 
condición física y mental óptima de la población migrante. Así 

mismo, alude a los procedimientos de acceso a la salud de acuerdo 

con el estatus administrativo  

 

Inclusión social 

Hace referencia a las disposiciones que buscan promover el 

intercambio y la integración sociocultural entre población 

migrante y comunidad de acogida. Así mismo, incluye las 
acciones de enseñanza cívica para la población migrante. 

 
Educación 

Esta dimensión hace referencia a los procesos que regulan el 

acceso a la educación, la convalidación de títulos y/o la 
certificación de niveles educativos de la población migrante, en 

los Estados receptores. 

 

 

 

4. 

Seguridad 

Establece las conductas 

tipificadas como delitos 
migratorios, sus sanciones y 

acciones preventivas. Así mismo, 

contempla disposiciones 
relacionadas con el control y la 

prevención de la vinculación de 
los migrantes con el delito y las 

contravenciones, tanto en calidad 

de víctimas como de victimarios. 

Delitos 
migratorios 

Determina las acciones que van en contra de las normas 
migratoria y penales, que son tipificadas según su gravedad.  

 
Sanciones 

Señala el tipo de castigo por haber cometido un delito de materia 
migratoria; éste puede ser privativo de la libertad y/o económico. 

 
 

Prevención y 

control 

 
Referencia diversos instrumentos y programas orientados a 

prevenir los delitos migratorios y otros tipos de delitos, tanto en 

calidad de víctimas como de victimarios.  



 

 

 

      5. 

 Laboral 

 

 
 

 

 
 

 

 
 

 

 
Refiere a los derechos laborales de 

los migrantes, los incentivos para 

el fomento del emprendimiento y 

la contratación, así como las 

disposiciones para la reducción de 

las barreras de acceso al mercado 
laboral por parte de la población 

migrante. 

 

 

Disposiciones 
laborales 

Corresponde a las atribuciones adquiridas por los migrantes en 

calidad de empleados o empleadores en determinado Estado. Así 

como, las regulaciones sobre la remuneración, horas extras, 
seguridad social (es decir las disposiciones relativas a accidentes 

de trabajo, enfermedades profesionales, maternidad, enfermedad, 

vejez y muerte, desempleo, obligaciones familiares), días de 
descanso, afiliación a organizaciones sindicales, entre otras. 

 

 
 

Incentivos para el 

emprendimiento y 
la contratación 

Hace referencia a las regulaciones sobre una obligación o 

exención pecuniaria, la formación para el emprendimiento y la 
asignación de estímulos económicos por parte del Estado, para 

fomentar la creación de empresa o el desarrollo de un 

emprendimiento por parte de la población migrante; en aras de 
estimular el desarrollo económico en la nación y la generación de 

empleos.  Así mismo, refiere los incentivos que el Estado 

establece para estimular la contratación laboral de población 
migrante por parte del sector empresarial.                                                                                                                                                                                                                                   

Reducción de 

barreras de acceso 
al mercado 

laboral 

Hace alusión a las estrategias que establecen los Estados 

receptores para reducir las barreras de acceso al mercado laboral 
por parte de la población migrante, en cuanto a certificación de 

habilidades y oficios, articulación con cadenas de valor y 

formalización de estatus migratorio. De igual forma referencia las 
disposiciones de los Estados que instauran límites para la 

vinculación laboral de migrantes. 

Disposiciones 

específicas para la 
vinculación 

laboral de 

migrantes 

Está vinculado a las disposiciones de los Estados que recepcionan 
población migrante, en virtud de una serie de prerrequisitos que 

deben cumplir las personas para ser aptas al ingreso y laborar en 

su territorio; de conformidad con el nivel y el tipo de 
cualificación, y las necesidades que se establezcan en el mercado 

laboral del Estado receptor.  

Fuente: Elaboración propia.  

 

Posteriormente, profundizando en los asuntos laborales regulados en los instrumentos de 

política pública analizados, se elaboró una segunda matriz denominada “Matriz Laboral”, en la 

cual, las cuatro (4) dimensiones de la variable laboral de la Matriz General se convirtieron en 

variables y se propusieron, en torno a ellas, dieciséis (16) nuevas dimensiones de análisis que 

permitieron profundizar en el objeto de estudio de la investigación, tal como se puede observar en 

la Tabla 3. 

Tabla 3 

Matriz laboral. Variables y dimensiones de análisis 

Variables Descripción Dimensiones Descripción 

 

 

 

 

 

 

Disposicione

s laborales 

Corresponde a las atribuciones 

adquiridas por los migrantes en calidad 

de empleados o empleadores en 

determinado Estado. Así como, las 

regulaciones sobre la contratación, 

remuneración, horas extras, seguridad 
social (es decir las disposiciones 

relativas a accidentes de trabajo, 

enfermedades profesionales, maternidad, 
enfermedad, vejez y muerte, desempleo, 

obligaciones familiares), días de 

descanso, afiliación a organizaciones 
sindicales, entre otras, y las entidades 

encargadas de la garantía de los derechos 

laborales. 

Modalidades de 

contratación, límites y 
terminación del 

contrato 

Hace referencia a las formas en que se puede concretar 
el vínculo laboral entre empleador y empleado, donde 

alguno de éstos corresponde a una persona migrante, 

así mismo, abarca las causas de terminación del 

contrato y el marco en el que se deben regir las partes.  

 

Derechos adquiridos 

durante la vinculación 
laboral 

Son las atribuciones que se adquieren como un 

acuerdo de voluntades; en el caso del empleado 

corresponden al pago de remuneración, de seguridad 
social, horas extras, establecer los días de descanso, 

entre otras. En el caso del empleador a que la labor 

para la cual fue contratada la persona sea cumplida en 
los tiempos y términos establecidos.  

Derechos adquiridos 

una vez culmina la 
vinculación o contrato 

laboral 

Contempla las atribuciones cuya base es el acuerdo de 

voluntades, pero con incidencias una vez se termine la 
labor o actividad inicialmente pactada, lo cual hace 

alusión a indemnizaciones o liquidaciones en caso de 



 

 

enfermedades, accidentes de trabajo, vejez o muerte, o 

la terminación de la labor contratada.  

Entidades que velan 
por el cumplimiento de 

los derechos laborales  

Son las instituciones, órganos o entidades encargadas 
de la protección y defensa de los derechos del 

trabajador migrante.  

 

Obligaciones de los 
trabajadores 

Determina las responsabilidades que se adquieren por 

un lado de la persona que desempeña alguna actividad 
u oficio, y por otro, quien paga por la labor cumplida.  

 

 

 

 

 

 

Incentivos 

para el 

emprendimi

ento y la 

contratación 

 

Hace referencia a las regulaciones sobre 

una obligación o exención pecuniaria, la 
formación para el emprendimiento y la 

asignación de estímulos económicos por 

parte del Estado, para fomentar la 
creación de empresa o el desarrollo de un 

emprendimiento por parte de la 

población migrante; en aras de estimular 
el desarrollo económico sectorial en la 

nación y la generación de empleos.  Así 

mismo, refiere los incentivos que el 
Estado establece para estimular la 

contratación laboral de población 

migrante por parte del sector 
empresarial. 

Estrategias para 

impulsar desarrollo 
sectorial 

Refiere a las iniciativas creadas por parte del Estado, 

las empresas y demás entidades privadas, 
involucrando al migrante para que en su desempeño 

laboral ya sea un emprendimiento, trabajo formal e 

informal, contribuya con el impulso del comercio, el 
turismo, la cultura, la ciencia y la tecnología del país.  

Exención pecuniaria 

Corresponde a ciertas exoneraciones que realiza el 

Estado respecto del pago de impuestos y demás 

aspectos tributarios, frente a las personas migrantes 

que crean empresas, y frente a las empresas nacionales 

que contratan personal migrante. 

Formación para el 

emprendimiento 

Hacen parte de las garantías que otorga el Estado 
dentro de su marco normativo, en cuanto al suministro 

de programas que se encuentren destinados a 

fortalecer las capacidades de los migrantes para 
reinventarse a través del emprendimiento en 

determinado país. 

Incentivos para la 

contratación laboral de 
migrante 

Refiere a los incentivos concedidos a los empleadores 

para vincular dentro de sus nóminas a los migrantes 
que llegan al territorio de acogida.  

Estímulos económicos 
para el 

emprendimiento 

Se encuentra relacionado con las prerrogativas 

concedidas por parte del Estado receptor a los 
migrantes que promuevan el emprendimiento, generen 

empleo y desarrollo económico en su territorio.  

 

 

Reducción 

de barreras 

de acceso al 

mercado 

laboral 

Hace alusión a las estrategias que 

establecen los Estados receptores para 

reducir las barreras de acceso al mercado 
laboral por parte de la población 

migrante, en cuanto a certificación de 

habilidades y oficios, articulación con 
cadenas de valor y formalización de 

estatus migratorio. 

Orientación e 
información 

Corresponde a la asesoría que brindan las autoridades 

administrativas a los migrantes, respecto del ámbito 

laboral y todo su eje en el país receptor. 

Certificación de 

habilidades y oficios, 
convalidación de 

títulos 

Se relaciona con la regularización de la población 
migrante por parte de la autoridad administrativa 

competente a través de la certificación y convalidación 

de habilidades, títulos y oficios con los que cuenta el 
migrante. 

 

 

Formalización de 
estatus migratorio 

Es el otorgamiento de la calidad migratoria mediante 

la autoridad competente; estableciéndose entre otros 
aspectos, el tipo y tiempo de esta, teniendo en cuenta 

las condiciones personales o la actividad que vaya a 

desarrollar el migrante en el territorio de acogida.  

 

Disposicione

s específicas 

para la 

vinculación 

laboral de 

migrantes 

Está vinculado a las disposiciones de los 
Estados que recepcionan población 

migrante, en virtud de una serie de 

prerrequisitos que deben cumplir las 
personas para ser aptas al ingreso y 

laborar en su territorio; de conformidad 

con el nivel y el tipo de cualificación, y 

las necesidades que se establezcan en el 

mercado laboral del Estado receptor. 

 

Perfil de cualificación 

Está relacionado con el proceso de selección que 
realiza el Estado de acogida, para conceder el estatus 

migratorio a quien desee radicarse en su territorio, 

teniendo en cuenta el perfil cualificado del migrante.  

 

Capacidades 

Refiere al otorgamiento de la calidad migratoria 

formal dado al desempeño por parte del migrante de 

actividades económicas, deportivas y profesionales, 
consideradas aptas productivamente para el Estado 

receptor.  

Necesidades que se 
establezcan en el 

mercado laboral 

Se encuentra relacionado con el estímulo a la 
recepción de migrantes que suplan las ofertas laborales 

que han surgido en el Estado receptor.  

Fuente: Elaboración propia.  

 



 

 

2.5. Técnicas de procesamiento y análisis de información 

Una vez se definieron las variables y dimensiones de estudio a partir de la revisión documental, 

para facilitar la clasificación de la información y el análisis de frecuencias se definieron códigos 

para cada uno de los países, los tipos de instrumento, los instrumentos analizados, así como para 

las variables y dimensiones de cada una de las variables, de acuerdo con la información 

relacionada en la Tabla 4. 

Posterior a realizar la codificación para cada país, tipo de instrumento e instrumento de 

política pública, se propuso una codificación para diligenciar la Matriz General, que permitiera 

identificar en cada uno de los documentos objeto de estudio la presencia o la ausencia de 

referencias relacionadas con las variables y dimensiones de análisis definidas. De esta manera, se 

asignó el número uno (1) para indicar presencia y el número cero (0) para indicar ausencia. 

Después del diligenciamiento de la Matriz General (tabulación basada en criterios de 

codificación), se realizó un análisis de frecuencias identificando las variables y dimensiones más 

referenciadas y procediendo a graficar los resultados; lo cual permitió identificar las principales 

apuestas de regulación de asuntos migratorios por país latinoamericano y por tipo de instrumento. 

Para el diligenciamiento de la Matriz Laboral, se realizó el mismo procedimiento de 

análisis y sistematización de información descrito anteriormente. No obstante, es importante 

aclarar que en este caso solo se revisaron treinta y dos (32) de los cuarenta y ocho (48) 

documentos que se analizaron en la Matriz General, pues se excluyeron aquellos que no 

regulaban asuntos laborales para la población migrante.



 

 

Tabla 4 

 

Codificación por países y tipos de instrumento 

Fuente: Elaboración propia.

País Cód Instrumento Cód Variable Cód Dimensión Cód Variable Cód Dimensión Cód 

México 1 Ley 1 Administrativa 1 
Regulación 

migratoria 
1 

Disposiciones 

laborales 
1 

Modalidades de 

contratación, 
límites y 

terminación del 

contrato 

1 

Argentina 2 Decreto* 2 Económica 2 
Atribuciones y 
obligaciones 

institucionales 

2 
Incentivos para el 
emprendimiento y 

la contratación 

2 

Derechos 

adquiridos durante 

la vinculación 
laboral 

2 

Chile 3 Disposición 3 Social 3 
Reestructuración 

institucional 
3 

Reducción de 
barreras de acceso 

al mercado laboral 

3 

Derechos 

adquiridos una vez 
culmina la 

vinculación o 

contrato laboral 

3 

Uruguay 4 Política 4 Seguridad 4 Aduanero 4 

Disposiciones 

específicas para la 
vinculación laboral 

de migrantes 

4 

Entidades que velan 
por el 

cumplimiento de 

los derechos 
laborales 

4 

Paraguay 5 Resolución 5 Laboral 5 Remesas 5   
Obligaciones de los 

trabajadores 
5 

Brasil 6 CONPES 6   
Alianzas 

económicas 
6   

Estrategias para 
impulsar desarrollo 

sectorial 

6 

Bolivia 7 Circular 7   
Asistencia 
humanitaria 

7   
Exención 
pecuniaria 

7 

Ecuador 8 Programa 8   Salud 8   
Formación para el 

emprendimiento 
8 

Perú 9     Inclusión social 9   
Incentivos para la 
contratación laboral 

de migrante 

9 

Colombia 10     Educación 10   

Estímulos 

económicos para el 
emprendimiento 

10 

Venezuela 11     Delitos migratorios 11   
Orientación e 

información 
11 

      Sanciones 12   

Certificación de 
habilidades y 

oficios, 
convalidación de 

títulos 

12 

      
Prevención y 

control 
13   

Formalización de 

estatus migratorio 
13 

      
Disposiciones 

laborales 
14   

Perfil de 

cualificación 
14 

      

Incentivos para el 

emprendimiento y 
la contratación 

15   Capacidades 15 

      

Reducción de 

barreras de acceso 
al mercado laboral 

16   

Necesidades que se 

establezcan en el 
mercado laboral 

16 

      

Disposiciones 

específicas para la 

vinculación laboral 
de migrantes 

17     



 

 

 

3. CARACTERÍSTICAS DE LOS INSTRUMENTOS NORMATIVOS DE LA POLÍTICA 

PÚBLICA SOBRE ASUNTOS MIGRATORIOS EN AMÉRICA LATINA 

 

En este apartado se presentan los resultados del proceso de análisis documental relacionado con 

las características generales de los cuarenta y ocho (48) instrumentos de política pública que 

regulan asuntos migratorios en once países de América Latina (Colombia, Brasil, Ecuador, 

Bolivia, Perú, Chile, Uruguay, Paraguay, Argentina, México y Venezuela). 

  

3.1. Instrumentos  

El análisis documental permitió identificar que los países que cuentan con más instrumentos de 

política pública para responder a las diversas demandas de la población migrante en América 

Latina son Colombia, Perú y Bolivia. Por su parte, Paraguay y Venezuela, son los países que 

menos instrumentos tienen (Figura 1). 

 
Figura 1. Número de instrumenos de política pública sobre asuntos migratorios por país 

Fuente: Elaboración propia. 

En el caso colombiano se ha desarrollado un prontuario referente a asuntos migratorios 

principalmente durante los últimos cinco años y con relación a la recepción de migración 

internacional de población proveniente de Venezuela, que ubica a este país como el mayor 

receptor del éxodo venezolano en América Latina. “Los países en Latinoamérica y el Caribe han 

recibido a unos 2,7 millones de venezolanos” (ONU, 2019). Colombia es el principal país de 

acogida, seguido de Perú con 1.043.460, Chile con 457.324, Ecuador con 417.199, Brasil con 
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2 2

3 3 3 3
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262.475 y Argentina con 179.203 (R4V, 2020). Según Migración Colombia (2020), 1.717.352 

venezolanos estarían radicados en el país a 31 de octubre de 2020, lo que ha generado la 

necesidad de emitir lineamientos de atención para un fenómeno que nunca en su historia había 

experimentado el país cafetero y frente al que existían muchos vacíos normativos. 

Así mismo, se destacan Bolivia y Perú, países que cuentan con siete instrumentos de 

política pública relacionados con asuntos migratorios. Perú, tal y como lo refiere la R4V (2020), 

es el segundo país de Latinoamérica receptor de migrantes provenientes de Venezuela, lo que 

también representa un cambio en las dinámicas de flujos migratorios para este país andino. 

De conformidad con Martínez, Cano y Contrucci (2014), para 2010, Colombia, Perú y 

Brasil eran escasamente receptores y generadores de migrantes, pese a que Colombia en América 

Latina ocupaba el segundo lugar como país expulsor de población, con una cifra de 1.976 

millones de personas, después de México que registraba 11.863 millones (Martínez, Cano y 

Contrucci, 2014). 

En cuanto a Bolivia, se estipula que ha acogido alrededor de 10.000 migrantes y refugiados 

venezolanos, sin ubicarse dentro de los principales países receptores. No obstante, cada vez se 

incrementa más el número de personas que emigran a este país y que lo hacen en condiciones de 

vulnerabilidad, teniendo en cuenta las políticas restrictivas que algunas naciones vecinas han 

venido estableciendo para el ingreso de venezolanos a su territorio, mientras que Bolivia ha 

promovido la creación de una nueva política migratoria, suscitando una flexibilidad y una 

dimensión más humanitaria, favorable a la regularización y la protección de los migrantes, a 

través de la expedición de resoluciones emitidas por el gobierno central (OEA, 2020). 

La intensificación de los flujos migratorios en América Latina, generada entre otras cosas 

por el éxodo venezolano, ha incrementado considerablemente el número de instrumentos de 

política pública que regulan los aspectos migratorios concernientes al campo social, 

administrativo, laboral, económico y de seguridad en Colombia, Perú y Bolivia. 

Existen diversos tipos de instrumentos que los Estados utilizan para atender las demandas 

de los diferentes segmentos poblacionales, dentro de los que se encuentran leyes, decretos, 

disposiciones, políticas públicas, resoluciones, circulares, programas y conpes. El análisis 

realizado permitió identificar que los más usuales para regular asuntos migratorios son las leyes y 

los decretos; por el contrario, los menos habituales son las disposiciones, las políticas públicas, 

los conpes y los programas.  



 

 

El país con más diversidad en los tipos de instrumentos de política pública con los que 

cuenta para regular asuntos migratorios es Colombia, que para el 2020 tenía tres leyes, cinco 

decretos, dos resoluciones, dos conpes, tres circulares y un programa. Por su parte, Venezuela, 

Uruguay, Paraguay y México, son países que tienen vigente solo un tipo de instrumento (Tabla 

5).  

Tabla 5 

Número y tipo de instrumento por país 
País Leyes Decretos Disposición Política Resolución Conpes Circular Programa TOTAL 

México 2 0 0 0 0 0 0 0 2 

Argentina 1 1 1 0 0 0 0 0 3 

Chile 1 2 0 0 0 0 0 0 3 

Uruguay 1 1 0 0 0 0 0 0 2 

Paraguay 1 0 0 0 0 0 0 0 1 

Brasil 2 1 0 0 0 0 0 0 3 

Bolivia 4 3 0 0 0 0 0 0 7 

Ecuador 1 1 0 1 0 0 0 0 3 

Perú 3 4 0 0 0 0 0 0 7 

Colombia 3 5 0 0 2 2 3 1 16 

Venezuela 1 0 0 0 0 0 0 0 1 

TOTAL 20 18 1 1 2 2 3 1 48 

Fuente: Elaboración propia. 

Teniendo en cuenta la estructura de la pirámide de Kelsen (1982), en la cúspide de esta se 

encuentra la Constitución Política, seguida de los tratados internacionales, leyes, normas con 

rango de ley (decretos-leyes y decretos legislativo), reglamentos, reales decretos y órdenes 

ministeriales, la costumbre y los principios generales del derecho, que tienen un posicionamiento 

diverso dependiendo de cada Estado.  

Dentro de la distribución Kelseniana se puede resaltar el papel de los tratados 

internacionales, los cuales regulan derechos humanos, aspectos migratorios y los derechos 

laborales de los migrantes, toda vez que la migración es un asunto de interés en la agenda 

internacional, ante esto las diversas naciones del mundo han firmado acuerdos internacionales 

para aunar esfuerzos y hacer frente a los retos que derivan de la misma.  

En 1949 se dio origen al convenio OIT sobre migración para el empleo, con el objetivo de 

promover para los trabajadores migrantes la gratuidad en los servicios de ayuda, el servicio 

médico de chequeo al ingreso y salida del país de acogida (extendiéndolo hasta a la familia del 

trabajador migrante),  el derecho a la seguridad social, a una remuneración digna y  horas extras,  

así como a afiliarse a las organizaciones sindicales y la creación de un marco reglamentario que 

facilite la salida, el ingreso y traslado de estos trabajadores.  



 

 

Los países objeto de estudio que a la fecha ratificaron el convenio OIT sobre los 

Trabajadores Migrantes C097 han sido Brasil, Ecuador, Uruguay y Venezuela, encontrándose por 

fuera un gran número de países Latinoamericanos que enfrentan retos importantes en materia de 

flujos migratorios. Los requerimientos de este Convenio, dan lugar a retos para las naciones, que 

requieren años para adecuar la normatividad interna, la política de gobierno y el fomento de 

interés para la nación que ratifica lo tratado en la convención.  

Por otro lado, se encuentra el convenio C143 sobre las Migraciones en Condiciones 

Abusivas y la Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores 

Migrantes (1975), siendo ratificado solo por Venezuela. A través del mismo se hace un llamado a 

los Estados miembros para fomentar la igualdad de oportunidades entre los trabajadores 

migrantes regulares y los nacionales; así cada nación debe determinar de manera progresiva si 

existen trabajadores migrantes empleados ilegalmente en su territorio o establecer si los 

migrantes están siendo objeto de situaciones contrarias a la normatividad nacional e 

internacional. Esto con la finalidad de suprimir las migraciones clandestinas y los empleos 

ilegales; e incentivar  la creación de disposiciones legales que castiguen a las organizaciones 

criminales que promueven los empleos abusivos.   

Exceptuando a Brasil, diez naciones latinoamericanas objeto de estudio ratificaron el 

Convenio Internacional Sobre La Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 

Migrantes y los Miembros de sus Familias (1990), consistiendo este en la garantía a todos los 

derechos humanos que tiene prescritos esa normatividad  y que deben ser otorgados a los 

trabajadores migrantes y a sus familiares en el Estado receptor.  Dentro de estos derechos se 

encuentra el de igualdad ante la administración de justicia, participación en sindicatos, empleo 

digno, seguridad social, acceso a la educación en condiciones de igualdad, derecho a la libre 

locomoción e información sobre los requisitos para la admisión en el Estado acogedor, entre 

otros. De igual manera estas personas adicionalmente se encuentran sujetas al cumplimiento de 

las leyes y reglamentaciones que se hallen vigentes en el Estado de tránsito y en el de empleo.  

Sumado a lo anterior, en lo que concierne a Latinoamérica existe una serie de tratados y 

convenios regionales ratificados por varios de los países abordados en el objeto de estudio. 

Producto de estos acuerdos se encuentra la Comunidad Andina (CAN) integrada por Bolivia, 

Colombia, Ecuador y Perú en calidad de miembros y como países asociados Argentina, Brasil, 



 

 

Chile, Paraguay y Uruguay. Su objetivo primordial es alcanzar el desarrollo integral en la región 

andina y establecer un tratado que incentive las políticas generales emitidas por los órganos 

comunitarios (CAN, s.f.). 

Dentro de las políticas en común de la región andina se encuentran las de inclusión laboral 

de población migrante. A través de la Decisión 545 de 2013, el Consejo Andino de Ministros de 

Relaciones Exteriores, crea el Instrumento Andino de Migración Laboral,  teniendo como 

finalidad instaurar de manera progresiva la libre circulación y permanencia de los nacionales 

andinos en la subregión, que tengan como propósito trabajar con una vinculación laboral 

dependiente. 

 La Decisión en mención es aplicada a los trabajadores migrantes andinos. Mediante esta 

se concede el derecho a la igualdad de trato, a la sindicalización y negociación colectiva, la 

protección a la familia del trabajador migrante, el derecho a la movilidad para el egreso e ingreso 

del territorio receptor, el acceso al sistema de seguridad social y el pago de prestaciones sociales 

a quien sea trabajador andino, o que haya laborado en el territorio de los países miembros. Estos 

derechos están supeditados a la normatividad comunitaria vigente. 

Por otro lado, la regulación andina también establece las funciones de las oficinas de 

migración laboral, cuyo fin es ejecutar la política migratoria laboral que haya decidido adoptar 

cada país para los trabajadores migrantes andinos (Artículo 17, p.7).   

Además de la CAN, también se ubica en la región el Mercado Común del Sur 

(MERCOSUR), quien de conformidad con el Tratado de Asunción tiene como Estados partes 

Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay y, como asociados Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, 

Perú, Surinam y Bolivia (este último está en proceso de adhesión desde el año 2015). En cuanto a 

la República Bolivariana de Venezuela la misma se encuentra suspendida en lo que respecta a 

derechos y obligaciones que derivan de este acuerdo; decisión soportada en el artículo 5 del 

protocolo de Ushuaia (MERCOSUR, s.f). 

De lo expuesto se puede destacar que nueve Estados que integran esta tesis son miembros 

activos de MERCOSUR (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Paraguay y 

Uruguay). El Tratado de Asunción para la Constitución de un Mercado Común ha tenido como 



 

 

propósito el incentivo por el crecimiento económico y la integración en la región, a través de 

medidas como la promoción de la libre circulación de bienes y la coordinación de políticas 

macroeconómicas y sectoriales; además de establecer para los países miembros un arancel 

externo general (1991). 

No obstante, sumado a lo precedente, existe un asunto que es de vital importancia para el 

Mercado Común del Sur, consistiendo este en la migración laboral y la inclusión laboral de 

población migrante por parte del país de acogida, en donde es importante para este organismo la 

garantía de los derechos humanos a los trabajadores migrantes, recalcando la necesidad de la 

eliminación de las trabas administrativas para las personas migrantes que deseen regularizar su 

condición, la posibilidad de validación de saberes por parte del trabajador que emigra y la 

existencia de un salario de acuerdo a las capacidades laborales, así como la promoción de la 

articulación con otras agendas internacionales en materia laboral que promueven estos derechos 

(MERCOSUR, 2013). 

El Acuerdo Sobre Residencia para Nacionales de los Estados partes del MERCOSUR, 

Bolivia y Chile, 2002, es también una normatividad importante en materia de migración laboral 

en la región, a través de este se establece la igualdad de derechos civiles a las personas migrantes 

y los miembros de su familia, dentro estos se encuentra el derecho a trabajar, la aplicación 

igualitaria de la ley laboral en materia de remuneración y el seguro social. Fomentado además la 

creación de mecanismos para castigar a personas u organizaciones criminales que se dediquen o 

promuevan tener en condiciones laborales inhumanas a trabajadores inmigrantes. 

Dentro de los resultados encontrados, también se encuentra el posicionamiento de la ley 

como el instrumento más utilizado por los Estados, puesto que del total de instrumentos 

analizados el 41.7% eran leyes y todos los países contaban con este instrumento para regular 

asuntos migratorios.  La ley es entendida según Kant (s.f), citado por (Marshall, 2010), como 

aquella que establece lo que está permitido o prohibido, y de ella emanan deberes y derechos que 

resultan importantes para que cada Estado, mediante su autonomía, establezca la normatividad 

interna que a su criterio considere pertinente para la gestión administrativa de un fenómeno 

político, social, económico, etc.   

 



 

 

La ley es el derecho mismo, posee valor y una posición subordinada frente a la 

Constitución, sin embargo, es acreedora de una primacía dentro del ordenamiento jurídico 

teniendo en cuenta las características específicas que la Carta Magna le asigna; ésta se impone a 

los demás poderes del Estado, siendo el legislativo quien deroga y modifica la ley a través de 

otra. De igual manera, toda disposición legal que sea contraria a la Constitución será declarada 

insubsistente o inconstitucional (Olano, 2008).  

La creación y emisión de una ley puede emanar del poder legislativo o del ejecutivo, que en 

democracia representa los intereses del pueblo y su emisión tiene como propósito la promoción 

del bienestar social, a través del diálogo concertado entre los tres poderes públicos, que se 

regulan y se equilibran. Cada etapa de elaboración de una ley es determinada de manera 

independiente por los Estados en medio de su autonomía legislativa y administrativa; sin 

embargo, existen dos etapas que son fundamentales para que la misma nazca en el mundo 

jurídico: 1. Preparación del proyecto de ley (tarea principalmente técnica); y 2. Sanción de la ley 

(acto de decisión política) (Rábanos, 2018), citando a Bulygin (1981). 

Además de la ley, otro instrumento altamente empleado para regular asuntos migratorios 

son los decretos, que representan el 37,5% del total de los instrumentos analizados. Estos 

instrumentos han sido emitidos en Colombia (decretos con fuerza de ley), Ecuador (decreto 

ejecutivo), Bolivia y Perú (decretos supremos).  De conformidad con la pirámide de Kelsen 

(1982), los decretos ocupan la cuarta posición en la estructura de jerarquización de las normas, 

siendo los decretos actos administrativos emitidos por el ejecutivo, tendientes a regular un 

fenómeno específico, sin someterse al consenso y la legitimación propia del proceso democrático. 

Su vigencia está contemplada dentro del mismo texto normativo o cuando una norma de igual o 

mayor variable lo modifique, sustituya o derogue.  

En el caso de Perú, Bolivia y Ecuador, los Decretos Supremos y ejecutivos son actos 

administrativos emitidos por la rama ejecutiva, teniendo por objetivo reglamentar normas con 

rango de ley o regular una actividad a nivel nacional sea sectorial funcional o multisectorial 

funcional dentro de la organización estatal (Ministerio de Economía y Finanzas, 2020).  

De los cinco decretos con fuerza de ley proferidos en Colombia para regular asuntos 

relacionados con la migración,  tres hacen alusión a la afiliación al sistema de seguridad social en 



 

 

salud para los migrantes venezolanos y colombianos repatriados o retornados voluntariamente y, 

los otros dos, se refieren a estrategias administrativas relacionados con  la lucha contra la trata de 

personas y la creación  de la Comisión Nacional Intersectorial de Migración, que entre otras 

cosas, tiene como finalidad sugerir las pautas para la fijación  y coordinación de una política 

migratoria. En lo que concierne a Perú, el Decreto Legislativo N° 1350 de 2017, implementó una 

calidad migratoria “humanitaria”, siendo de gran ayuda para solucionar las problemáticas de los 

grupos vulnerables y de quienes fueron objeto de migración forzada. Este instrumento representa 

un verdadero trípode para la integración de migrantes a la sociedad peruana (Cepeda, 2019). Así 

mismo, en este país se destaca el Decreto Ley para la contratación de los trabajadores extranjeros 

N° 689 de 1991 y la ley N° 28950 del 12 de enero de 2007, creada contra la trata de personas y el 

tráfico ilícito de migrantes, el Decreto Supremo N° 067 de 2011, a través del cual se instaura la 

Comisión Multisectorial Permanente “Mesa de trabajo para la gestión migratoria”, que representa 

los primeros pasos para la creación de una política pública migratoria. De igual manera, se 

suscitó la creación de una ley de reinserción económica y social para el migrante retornado, la ley 

N° 30001 del 11 de marzo de 2013, modificada por la ley N° 30525 del 6 de diciembre de 2016, 

que adiciona el restablecimiento de los beneficios tributarios para la población migrante 

retornada.  

Además de Perú, Bolivia también ha realizado un amplio desarrollo en instrumentos de 

política pública en materia migratoria, mediante el Decreto Ley No. 13344 del 30 de enero de 

1976, considerado como “la ley de inmigración”, por medio de la cual el Estado boliviano 

promueve el incremento de corrientes de inmigración para generar una dinámica de desarrollo en 

su interior. También se encuentra el Decreto Supremo No. 24423 del 29 de noviembre de 1996, 

que establece el régimen legal de migración, regula el ingreso y salida de personas en el 

territorio, las condiciones de permanencia, organismos y demás medios que permitan un ejercicio 

adecuado por parte de las autoridades de migración en lo que respecta al ejercicio de sus 

funciones y competencias; abrogando además varias disposiciones legales, dentro de las cuales se 

encuentran el Decreto Supremo del 28 de enero de 1937 y la Ley del 4 de enero de 1950.  

 Mediante el Decreto Supremo N°1923 del 13 de marzo de 2014, el gobierno boliviano 

reglamenta la Ley de Migración, profundizando sobre las temáticas determinadas en el cuerpo 

normativo de la misma, dentro de este, fija entre otras cosas, los requisitos para el otorgamiento 



 

 

de las visas consulares, su vigencia, exoneración y extensión, los tipos de permanencia en el 

territorio boliviano y el otorgamiento de la cédula de identidad de personas extranjeras; al igual 

que las sanciones administrativas a los migrantes y las actuaciones administrativas para el cobro 

de las multas impuestas.  

Por otro lado, los instrumentos menos utilizados fueron los programas, las políticas 

públicas y las disposiciones, ocupando cada uno de estos solo un 2,1% del total de instrumentos 

analizados. En el caso particular de Argentina, este fue el único país que hizo uso de las 

disposiciones, entendidas según el decreto 336 de 2017, como un documento que contiene una 

decisión emanada de una autoridad administrativa con jerarquía equivalente a Subsecretario, 

titulares de organismos descentralizados, Director Nacional o Director General sobre cuestiones o 

asuntos de su competencia.  

Salvo en Ecuador, se evidencia la ausencia de políticas públicas en materia de migración en 

los países que fueron analizados en la presente investigación, ante lo cual se generan 

cuestionamientos frente a la razón por la cual no es usual utilizar dicho instrumento para 

implementar la respuesta pública migratoria en esos Estados.  

Dentro de las consecuencias de no contar con una política pública migratoria se encuentran 

las limitaciones para promover la integración socioeconómica de esta población, por lo cual se 

debe hacer frente al fenómeno migratorio de manera oportuna e integral, dado al impacto que este 

fenómeno tiene en el ámbito político, económico y social de los Estados receptores (Leite y 

Giorguli, 2010). 

3.2. Variable Administrativa 

En lo que corresponde al análisis de la variable administrativa se destaca que esta fue la más 

referenciada de las cinco que integran la Matriz General, y todos los países latinoamericanos que 

se incluyeron en este estudio, cuentan con instrumentos de política pública que regulan estos 

aspectos. 

 Así mismo, se pudo evidenciar que, de los cuarenta y ocho (48) instrumentos analizados, 

treinta y cinco (35) hacen referencia a las atribuciones y obligaciones institucionales, teniendo en 

cuenta que para las naciones es indispensable definir las instituciones que tienen competencias 



 

 

relacionadas con la población migrante; además de determinar cuáles son las funciones 

constitucionales y legales que deben cumplir cada uno de los funcionarios públicos que 

intervienen en la atención de los procesos migratorios.  Para Leite y Giorguli (2009), es 

imprescindible ante el fenómeno migratorio la dimensión del trato de los migrantes y el respeto 

hacia los derechos humanos de quienes se encuentran en tránsito por un país, motivo por el cual, 

se hace necesario intensificar la profesionalización de las agencias y las instituciones para así 

efectuar una gestión migratoria más eficiente. 

Así mismo, en asuntos administrativos, se encuentra la regulación migratoria que fue 

referenciada en treinta y dos (32) instrumentos, los cuales establecen aspectos como la condición 

de regularidad administrativa de los migrantes, los retornos, las deportaciones, las autorizaciones 

de visas y la regularidad del ingreso y movimiento de extranjeros en el Estado receptor. Para 

Domenech (2017), los Estados necesitan regular el tema migratorio teniendo en cuenta los 

diversos contenidos que derivan de estos procesos, ante lo cual resulta indispensable hacer frente 

a través de las actuaciones administrativas al interior de sus instituciones. 

Algunas de las políticas y prácticas de control de las migraciones y las fronteras reconocibles en la región son: 

la persistencia de la figura legal y de la práctica estatal de expulsión o deportación; la creación de centros de 

detención temporal de extranjeros en proceso de deportación y lugares específicos de detención en 

aeropuertos; programas de regularización migratoria fundados, implícita o explícitamente, en razones de 

“seguridad”; anuncios u operativos de militarización o “blindaje” de las fronteras en nombre del “combate” al 

narcotráfico, el contrabando o el tráfico y la trata de personas; programas de “migración laboral temporal y 

circular” con países europeos; programas de “retorno voluntario asistido” y “reasentamiento”; restricciones en 

las políticas de visado; numerosos programas nacionales y locales contra la trata y el tráfico de personas; 

extensión del uso de tecnologías de control biométrico; acuerdos diplomáticos en materia de seguridad que 

incluyen la recepción de “refugiados. (Domenech, 2017, p. 21-22) 

En un tercer lugar, dentro de la variable administrativa la dimensión reestructuración 

institucional, que consiste en la creación, supresión o división de instituciones, órganos o 

entidades encargadas de velar por la gestión migratoria y garantizar trato digno y respeto hacia 

los derechos humanos de los migrantes en residencia y tránsito por el país, se referenció en menor 

proporción, pero estuvo presente en veintiún (21) documentos.  



 

 

 
Figura 2. Variable administrativa. Número de referencias por dimensión. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

3.3. Variable Económica 

Esta variable que describe las regulaciones de orden aduanero en términos tributarios, las remesas 

y el proceso de intercambio de oferta y demanda entre las naciones de origen y destino, fue de las 

cinco variables de la Matriz General, una de las menos referenciadas. Así mismo, solo se 

encontraron disposiciones al respecto en nueve (9) de los once (11) países incluidos en la muestra 

(Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia). 

 Del total de instrumentos de política pública analizados, veinte (20) hacen alusión a 

aspectos relacionados con la dimensión aduanero, que refiere al proceso que regula el pago o la 

exoneración de impuestos, teniendo en cuenta los bienes con los que los migrantes ingresan a las 

naciones y que en algunos casos se asocian con actividades de lucro económico; dichas medidas 

han sido suscitadas en algunos Estados para incentivar la entrada de personas en su territorio, 

promoviendo así el capital humano y el ingreso de recursos económicos, mediante la exoneración 

de impuestos a quienes desempeñen determinadas actividades y la permisibilidad para la 

introducción al país receptor de instrumentos indispensables para la realización de labores 

profesionales. 

Posteriormente, se referencian en diez (10) de los cuarenta y ocho (48) documentos 

analizados, regulaciones relacionadas con las alianzas, las cuales se hacen indispensables en 

cuanto a las articulaciones que deben existir entre los Estados de origen y los receptores, a través 

de la vinculación de empresas de diversos sectores económicos e instituciones consulares, para 

promover la demanda de bienes y servicios.  Como ejemplo se encuentra Colombia, que ha 

promovido la organización de ferias inmobiliarias en aras de suscitar la inversión y ahorro a 
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través de la oferta a sus connacionales a nivel internacional de bienes inmuebles en su territorio, 

actividades en las que son partícipes diversas instituciones y organismos internacionales 

(CONPES y DNP, 2009). 

Finalmente, la dimensión remesas, estuvo presente en siete (7) instrumentos, que regulan el 

ingreso y salida de capital, a través de giros de recursos que los migrantes realizan hacia su 

Estado de origen.  La regulación de las remesas es muy importante para las naciones, dado que 

las mismas han sido consideradas parte significativa del desarrollo económico, no obstante, existe 

un vacío en varios países latinoamericanos al respecto. 

Parte importante de los países receptores de remesas son aquellos que tienen mayores índices de pobreza, 

desigualdad y subdesarrollo. Si bien países desarrollados también reciben remesas (y en cantidades muy 

significativas), la vinculación entre estos recursos y el desarrollo o superación de la pobreza no es parte de los 

análisis o de los discursos en esas economías. En cambio, el fracaso de las promesas de desarrollo, los 

persistentes índices de pobreza y desigualdad que muestran los países de la región, lleva a ver en las remesas 

un factor clave en el desarrollo económico latinoamericano. (Stefoni, 2011, p.2) 

 
Figura 3. Variable económica. Número de referencias por dimensión. 

Fuente: Elaboración propia 

 

3.4. Variable Social  

En lo que corresponde al análisis de la variable social se destaca que esta fue la tercera más 

referenciada de las cinco que integran la Matriz General, y que diez (10) de los once (11) países 

latinoamericanos que se incluyeron en este estudio cuentan con instrumentos de política pública 

que regulan estos aspectos. La excepción fue Venezuela, lo cual llama la atención, teniendo en 

cuenta que este país recibió en el siglo XX migrantes provenientes de diversos lugares del 

mundo. 

La variable social está relacionada con las disposiciones que regulan los derechos y las 

obligaciones de los migrantes, el acceso a servicios de salud, educación, ayuda humanitaria y las 
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acciones para promover la inclusión sociocultural. Al respecto, se destaca que quince (15) 

instrumentos de política pública hacen referencia a la dimensión Asistencia Humanitaria, que 

establece las disposiciones orientadas a brindar apoyo para el suministro de bienes y servicios 

básicos, transporte, alojamiento transitorio e información para la población migrante, sobre la 

cual se hace alusión en quince instrumentos.  

Por otro lado, se encuentra que la dimensión Salud, que estuvo presente en dieciséis (16) 

documentos que determinan las acciones que toman los Estados receptores encaminadas a la 

conservación y preservación de la vida, o de una condición física y mental óptima de la población 

migrante. Igualmente, alude a los procedimientos de acceso a la salud de acuerdo con el estatus 

administrativo de los migrantes. Esta dimensión, debiera ser considerada como una de las más 

importantes y los Estados, junto con entidades como la Organización Mundial de la Salud 

(OMS), sus secretarías nacionales y municipales, han orientado esfuerzos para garantizar este 

derecho. Cabieses, Bernales y McIntyre (2017) lo exponen así:  

En el año 2008, la Asamblea Mundial de la Salud adoptó la Resolución WHA 61.17 de la Salud de los 

Migrantes que ofrece un importante marco normativo para la acción, llamando a los Estados miembros a 

promover políticas de salud sensibles con el contexto migratorio y el acceso equitativo a la salud. Guiados por 

la citada Resolución, la OIM, la OMS y el Ministerio de Sanidad y Política Social de España organizaron en 

Madrid en 2010 una Consulta Mundial sobre la Salud de los Migrantes (4) que contó con la participación de 

delegados de diversos sectores gubernamentales de todo el mundo y representantes de organismos 

internacionales, instituciones académicas y sociedad civil, sentando las bases para un marco de aplicación. 

Los participantes subrayaron la importancia de la alianza multisectorial y la colaboración entre países. (p.35) 

La dimensión inclusión social, se referencia en dieciocho (18) documentos, en los que se 

menciona a las disposiciones que buscan promover el intercambio y la integración sociocultural 

entre población migrante y comunidad de acogida. Así mismo, incluyen las acciones de 

enseñanza cívica para la población migrante. Es importante que los gobiernos nacionales, 

subnacionales y la población migrante hagan parte de la formulación de estrategias para 

promover la inclusión social, en aras de conseguir mejores condiciones para los migrantes y 

reducir conflictos en los Estados de acogida. De acuerdo con la OIM (2018): 

El llamamiento hecho a los gobiernos nacionales en favor de la inclusión de las autoridades locales en los 

procesos de formulación de políticas tiene por objeto ajustar más razonablemente el número de migrantes 

admitidos cada año, ayudar a las sociedades a competir en mejores condiciones por los migrantes que ellas y 

sus economías necesitan, y fomentar la integración y el grado de inclusión de los migrantes y sus familias. (p. 

267) 



 

 

Por tal razón, se requiere un cambio en la sociedad y sus relaciones de poder, para incluir a 

un sector de la sociedad que se encuentra excluido, haciendo un llamado a la solidaridad a través 

del fortalecimiento de valores, la generación de conciencia y el reconocimiento de la diversidad, 

dado que mediante estas acciones se promueve una sociedad más inclusiva y se fomenta la 

igualdad formal (Subirats, 2010). 

Otra dimensión que también se encuentra ampliamente referenciada es la de educación, 

pues se encontró en dieciocho (18) instrumentos que regulan el acceso a la educación, la 

convalidación de títulos y/o la certificación de niveles educativos de la población migrante en los 

Estados receptores. De esta manera, la educación tiene un papel fundamental en la vida del ser 

humano, lo cual es afianzado en la Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 

26, pero que también es fundamental para el éxito del proceso de inclusión laboral y el impacto 

positivo del fenómeno migratorio en la economía.  

 
Figura 4. Variable social. Número de referencias por dimensión. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

3.5. Variable Seguridad 

 La variable seguridad, que establece las conductas tipificadas como delitos migratorios, 

sus sanciones y acciones preventivas, y contempla disposiciones relacionadas con el control y la 

prevención de la vinculación de los migrantes con el delito y las contravenciones, tanto en 

calidad de víctimas como de victimarios, fue la menos referenciada de las cinco (5) variables que 

integran la Matriz General. No obstante, los once (11) países que se incluyeron en la tesis regulan 

estos aspectos.  

La dimensión Delitos Migratorios, estuvo presente en dieciocho (18) documentos, dado 

que estos constituyen la principal amenaza a la seguridad de un Estado en materia migratoria, en 
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virtud de que determinan las acciones que van en contra de las normas penales y migratorias y 

que son tipificadas según su gravedad. 

La dimensión sanciones estuvo presente en 16 instrumentos analizados, que hacen 

referencia al castigo que impone el Estado por haber cometido un delito tipificado en materia 

migratoria y penal; este puede ser privativo de la libertad y/o económico. Por citar un ejemplo, la 

revista colombiana Semana, el pasado 23 de mayo de 2020, refirió los siguientes datos sobre la 

relación que existe entre los migrantes venezolanos en el territorio y el aumento de delitos:  

De acuerdo con datos de la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, entre 2018 y 2019 los 

venezolanos capturados casi se duplicaron, al pasar de 7.243 a 13.992. Con esto, la tasa de capturas por cada 

10.000 habitantes también aumentó de 62 a 79 (...) La otra cara de la moneda, de la cual no se habla mucho, 

es que los migrantes también son víctimas. Las cifras son elocuentes. Según el Observatorio del Proyecto 

Migración Venezuela, el 3,9 por ciento de los asesinatos ocurridos durante 2019 en Colombia se cometieron 

contra un migrante venezolano; esto es 23,2 homicidios por cada 100.000 habitantes en Colombia. Esa tasa es 

inferior a la nacional (25), pero no ha parado de crecer desde 2016. (SEMANA, 2020) 

Desde los dos puntos de vistas, es decir, el migrante como victimario y el migrante como 

víctima, se requiere que las acciones preventivas y de control sean reforzadas desde las 

autoridades encargadas de mantener el control social, para evitar el aumento de los delitos y los 

impactos negativos que de estos se derivan. 

Finalmente, la dimensión prevención y control estuvo presente en 14 documentos, que 

regulan los programas orientados a prevenir los delitos migratorios y otros tipos de delitos en los 

que se ven asociados los migrantes. La OIM (2020), ha implementado diversos recursos cuyo 

objetivo principal es combatir y proteger a las personas víctimas de trata de personas, a través de 

una matriz de seguimiento de desplazamientos que permite recopilar datos sobre los riegos y 

problemas con la trata y explotación de personas en crisis. Este es uno de los múltiples temas que 

merecen atención por parte de los Estados y las organizaciones para evitar posteriores impactos 

sociales.  

 
Figura 5. Variable seguridad. Número de referencias por dimensión.  
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Fuente: Elaboración propia. 
 

3.6. Variable Laboral 

 Finalmente, la variable laboral, que contempla los derechos laborales de los migrantes, los 

incentivos para el fomento del emprendimiento y la contratación, así como las disposiciones para 

la reducción de las barreras de acceso al mercado laboral por parte de la población migrante, fue 

la segunda más citada en los documentos analizados, pues estuvo presente en treinta y dos (32) de 

ellos.  

La dimensión Disposiciones Laborales, se referenció en veintiséis (26) instrumentos, y que 

corresponden a las atribuciones adquiridas por los migrantes en calidad de empleados o 

empleadores en determinado Estado, y la forma en la que están regulados aspectos como la 

remuneración, horas extras, días de descanso, afiliación a organizaciones sindicales y seguridad 

social, es decir, las disposiciones relativas a accidentes de trabajo, enfermedades profesionales, 

maternidad, enfermedad, vejez y muerte, desempleo y obligaciones familiares. 

Por su parte, la dimensión Incentivos para el emprendimiento y la contratación, estuvo 

presente en quince (15) instrumentos, que contienen regulaciones sobre una obligación o 

exención pecuniaria, la formación para el emprendimiento y la asignación de estímulos 

económicos por parte del Estado para fomentar la creación de empresa o el desarrollo de un 

emprendimiento por parte de la población migrante; en aras de estimular el desarrollo económico 

en la nación y la generación de empleos. De igual forma, reúne los incentivos que el Estado 

establece para estimular la contratación laboral de población migrante promovida por el sector 

empresarial.  

La dimensión denominada Reducción de barreras de acceso al mercado laboral, se 

relaciona en veintiséis (26) documentos; en los que se aborda la existencia de limitaciones y/o 

dificultades en la temática laboralista ha hecho que los Estados diseñen estrategias que permitan 

reducir las barreras de acceso al mercado laboral por parte de la población migrante, en cuanto a 

certificación de habilidades y oficios, articulación con cadenas de valor y formalización de 

estatus migratorio.  



 

 

Finalmente, la dimensión Disposiciones específicas para  la vinculación laboral de  

migrantes, se encontró en diecisiete (17) instrumentos, que hacen referencia a disposiciones de 

los Estados que son receptores de población migrante, en virtud de una serie de prerrequisitos que 

deben cumplir las personas para ser aptas al ingreso y laborar en su territorio; de conformidad 

con el nivel y el tipo de calificación, y las necesidades que se establezcan en el mercado laboral 

del Estado receptor; ha sido contemplada de manera escasa por los Estados. 

 
Figura 6. Variable laboral. Número de referencias por dimensión. 

Fuente: Elaboración propia 

Esta primera revisión permitió establecer que en la mayor parte de los países de América 

Latina carecen de políticas públicas que de forma integral aborden el fenómeno de la población 

migrante, pues, si bien es cierto, que existen regulaciones normativas a través de leyes y decretos, 

adolecen de políticas públicas, pues se observó que tan sólo un país (Ecuador) ha puesto en 

marcha este tipo de acción. No obstante, países como Chile, Argentina y Colombia, se encuentran 

en proceso de diseño y aprobación de una política pública en asuntos migratorios que dependerá 

de la voluntad política de los gobiernos para gestionarla y aprobarla.  

La ausencia de políticas públicas puede dar lugar a violaciones a los derechos humanos de 

la población migrante y una inadecuada valoración del capital humano migrante para la 

generación de riqueza del país al que migran, puesto que los migrantes suelen quedarse en la 

marginalidad ante la falta de oportunidades e integración en la vida social y económica necesaria 

para su desarrollo personal.  

Finalmente, dentro de los temas de migración contenidos en los instrumentos, se destaca el 

administrativo, resaltando la importancia dada por parte de los países en estudio a aspectos de 

regulación interna, estableciendo las entidades u órganos encargados de velar y coordinar los 

trámites legales, tales como permisos y autorizaciones para estudiar, trabajar y ejercer sus 
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derechos, entre otros. Seguidamente está el aspecto laboral, que se ha caracterizado por Estados 

tendientes a regular y garantizar las apuestas para la vinculación de migrantes al mercado laboral. 

En el tercer lugar, se encuentra la dimensión social, que se enfoca en la igualdad de 

oportunidades, la no discriminación de personas migrantes, la asistencia humanitaria, la 

integración sociocultural y acceso a la educación por parte de los migrantes. Por último, están las 

variables económicas y de seguridad.  

Todos estos ámbitos de desarrollo migratorio han forjado una base para que los Estados 

contemplen la idea de iniciar con el diseño y planeación de políticas públicas que consideren la 

realidad social, la capacidad presupuestaria del Estado, el interés de garantizar condiciones 

dignas a la población migrante y la responsabilidad de cada entidad nacional e internacional en 

hacer efectiva la protección de los migrantes. 

 

4. APUESTAS Y REGULACIONES LABORALES PARA LA POBLACIÓN MIGRANTE 

EN AMÉRICA LATINA 

En este apartado se presentan los resultados del proceso de análisis documental relacionado con la 

profundización en las apuestas y regulaciones de los asuntos laborales de la población migrante en 

once (11) países de América Latina (Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, Perú, Chile, Uruguay, 

Paraguay, Argentina, México y Venezuela), de acuerdo con las variables y dimensiones propuestas 

en el apartado metodológico, respecto a la Matriz Laboral. 

 

4.1. Instrumentos  

Teniendo en cuenta el análisis de treinta y dos (32) instrumentos de política pública, se destaca que 

los países que cuentan con más instrumentos cuyos contenidos se relacionan con la regulación de 

asuntos laborales para los migrantes son Colombia y Bolivia. Por su parte, Paraguay y Venezuela, 

son los países que menos instrumentos tienen (Figura 7).   



 

 

 
Figura 7. Variable laboral. Número de referencias por dimensión. 

Fuente: Elaboración propia 

 

En el caso colombiano, existen instrumentos referentes al tema de migración en asuntos 

laborales, como marco jurídico para dar una respuesta transitoria al fenómeno migratorio 

ocasionado por el éxodo venezolano. Colombia ha creado una oferta de servicios de 

empleabilidad por medio de programas y de diversas instituciones dentro de las cuales se 

encuentran el Ministerio del Trabajo y sus entidades adscritas, como el Servicio Nacional de 

Aprendizaje (SENA), el Servicio Público de Empleo (SPE) y el Programa 40.000 empleos, y el 

Departamento para la Prosperidad Social (DPS) con la estrategia “Jóvenes en Acción” y el apoyo 

a proyectos productivos.   

Por otra parte, según el Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Internacional en las 

Américas (SICREMI), en Bolivia para el año 2015 la mayoría de los migrantes ingresaban bajo 

acuerdos internacionales por motivos relacionados con el trabajo, dado que en comparación con 

la región ese país registraba los niveles más bajos de migración (OEA, 2015).  De acuerdo con 

esto, Bolivia siempre ha sido considerado como un Estado promotor de la recepción de 

migrantes, toda vez que existe la necesidad de acoger a una población con un determinado perfil 

para desempeñar labores que incrementen el desarrollo económico en su territorio. 

Aproximadamente, para el año 2015 cerca del 13% de la población migrante en Bolivia migraba 

por motivos laborales de acuerdo con el tipo de visa que tenían y, alrededor del 50% migraba 

bajo acuerdos internacionales como Mercosur. En consecuencia, el motivo laboral es después de 

los acuerdos internacionales (OEA, 2015).  Dicha situación ha sido favorable para la expedición 

de instrumentos que regulan los asuntos migratorios laborales en el país.  

  Los países estudiados cuentan con diversidad de tipos de instrumentos vigentes para 

regular asuntos laborares de la población migrante tales como leyes, decretos, disposiciones, 

programas, resoluciones, conpes, circulares y políticas públicas. De ellos los más usuales son las 
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leyes y los decretos. Por el contrario, los menos usuales son las disposiciones, los programas, los 

conpes y las políticas públicas.  

El país con mayor diversidad en los tipos de instrumentos de política pública para regular 

estos asuntos es Colombia, que para el año 2019 tenía dos leyes, un programa, dos resoluciones, 

un conpes y dos circulares. Por el contrario, Paraguay y Venezuela sólo cuentan con un tipo de 

instrumento (Tabla 6). 

 En Venezuela el instrumento vigente es la Ley de Extranjería y Migración No. 37.944 del 

2004, que contempla los procedimientos para la contratación de trabajadores extranjeros, el 

derecho a recibir beneficios laborales como salario y prestaciones sociales, además, establece el 

delito de explotación laboral de migrantes. Por su parte, en Paraguay está vigente la Ley 978 de 

1996, que regula la migración de extranjeros y nacionales, cuya finalidad es promover la fuerza 

de trabajo del país, definiendo las entidades encargadas de ejecutar la política migratoria 

nacional. 

Tabla 6 

Tipos de instrumentos que regulan asuntos laborales para población migrante 

País Leyes 
Decreto

s 

Disposició

n 

Program

a  

Resolució

n  
Conpes 

Circula

r 

Polític

a 

TOTA

L  

México 2 0 0 0 0 0 0 0 2 

Argentina 1 1 1 0 0 0 0 0 3 

Chile  1 2 0 0 0 0 0 0 3 

Uruguay 1 1 0 0 0 0 0 0 2 

Paraguay 1 0 0 0 0 0 0 0 1 

Brasil 1 1 0 0 0 0 0 0 2 

Bolivia 1 3 0 0 0 0 0 0 4 

Ecuador 1 1 0 0 0 0 0 1 3 

Perú 1 2 0 0 0 0 0 0 3 

Colombia 2 0 0 1 2 1 2 0 8 

Venezuela 1 0 0 0 0 0 0 0 1 

TOTAL 13 11 1 1 2 1 2 1 32 

Fuente: Elaboración propia.  

 

4.2. Variable Disposiciones Laborales 

Las disposiciones laborales corresponden a las atribuciones adquiridas por los migrantes en calidad 

de empleados o empleadores en determinado Estado. Así como, las regulaciones sobre la 

contratación, remuneración, horas extras, días de descanso, afiliación a organizaciones sindicales 

y seguridad social, es decir, las normatividades relativas a accidentes de trabajo, enfermedades 



 

 

profesionales, maternidad, vejez y muerte, desempleo, obligaciones familiares, entre otras. 

Finalmente, hace referencia a las entidades encargadas de garantizar los derechos laborales. 

 La dimensión entidades que velan por el cumplimiento de los derechos laborales, refiere a 

las instituciones, órganos o entidades encargadas de la protección y defensa de los derechos del 

trabajador migrante, fue citada en veinticuatro (24) instrumentos.  

 En el caso de Chile, existe el Departamento de Extranjería y Migración (DEM), el cual 

establece las condiciones de habilitación para el trabajo de migrantes. Otra institución que vela por 

los derechos laborales de esta población es la Dirección del Trabajo, la cual presta un servicio 

público descentralizado, dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Dentro de sus 

funciones se encuentra la de fiscalizar la aplicación de la legislación laboral incluyendo el trabajo 

de extranjeros a través de las Inspecciones del Trabajo. 

 En Uruguay por medio del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social junto con otros 

organismos del Estado se garantiza a los trabajadores del país, incluyendo las personas migrantes, 

las medidas necesarias para asegurar sus derechos laborales (Antúnez y Núñez, 2020).  Así mismo, 

en Bolivia esta función es desempeñada por el Ministerio del Trabajo y Economía Social junto con 

la Inspección del Trabajo. En Brasil esta responsabilidad le corresponde al Ministerio Público del 

Trabajo y las Superintendencias Regionales del Trabajo (OIM, 2019). 

En el caso de Venezuela, la institución central es el Ministerio con atribuciones en el área de 

extranjería y migración. En Colombia, el Ministerio del Trabajo y la Defensoría del Pueblo, según 

el artículo 282 de la Constitución Política de Colombia de 1991, se encargan, entre otras funciones, 

de velar por los derechos laborales de los migrantes. En Paraguay y Perú esta competencia está 

atribuida al Ministerio del Trabajo, encargado de velar por los derechos laborales de los 

trabajadores migrantes y extranjeros. En Ecuador está atribuida al Ministerio del Trabajo y a la 

Autoridad de Movilidad Humana. 

Por otra parte, en países como Argentina y México esta función no está atribuida a un ente 

ministerial sino a otra autoridad especializada. En la Argentina, según la Ley 25.871 de 2004, le 

corresponde a la Dirección Nacional de Migraciones. En México es el Instituto Nacional de 

Migración, según la Ley Migratoria de mayo de 2011.  



 

 

 En cuanto a la dimensión derechos adquiridos durante la vinculación laboral se 

encontraron referencias en dieciocho (18) instrumentos, que regulan las atribuciones que adquieren 

las partes que se vinculan en la relación laboral, como es el caso de la remuneración salarial, el 

derecho a la seguridad social, las horas extras, los días de descanso, los tiempos y términos para el 

cumplimiento de compromisos establecidos, entre otras (Tabla 7). Adicionalmente, se evidenció 

que el salario, la afiliación a seguridad social y el reconocimiento de prestaciones sociales son 

derechos reconocidos expresamente a los trabajadores migrantes en países como México, 

Argentina y Ecuador. Por su parte, en Uruguay y Perú de la cláusula de igualdad entre nativos y 

extranjeros consagrada en los instrumentos analizados se derivan las garantías en mención. 

Tabla 7 

Derechos adquiridos durante la vinculación laboral por país 

País Derechos adquiridos durante la vinculación laboral por país 

México 

Contempla que mínimo el trabajador devengará un salario mínimo. 

Seguidamente, en el capítulo tercero el artículo 69 contempla lo relativo a los días de descanso que por regla 

general el trabajador disfrutará de un día de descanso por cada seis días de trabajo con goce de salario íntegro. 

Y en el artículo 230 establece el régimen de horas extras para los trabajadores de tripulaciones. 

Argentina 
La Ley de Migraciones en el artículo 67 establece el derecho que tiene el trabajador extranjero a recibir su 

salario y prestaciones. 

Chile 

El Código de Trabajo Chileno en el artículo 10 establece como requisito que el contrato individual de trabajo 

debe contener la modalidad, duración y forma de pago o remuneración. En el artículo 35 establece el descanso 

dominical y en días festivos, sin perjuicio de las disposiciones especiales para determinadas labores como 

pesqueras, procesos y choferes. 

Uruguay 

El Decreto 394 de 2009 establece en su artículo 3 la igualdad de derechos laborales entre migrantes y 

nacionales en lo referente a la admisión del empleo, remuneración, condiciones de trabajo y acceso a los 

medios de formación profesional 

Paraguay 
En su artículo 2 establece que se permite el ingreso de trabajadores calificados siempre que no se comprometa 

el empleo de los nacionales 

Brasil 

La Ley de Trabajo 6019 de 1974 en el artículo 11 contempla que el contrato de trabajo celebrado entre una 

empresa temporaria y cada uno de los empleados puestos a disposición de un cliente será, obligatoriamente, 

escrito e incluirá expresamente los derechos conferidos a los trabajadores por esta ley. Por otra parte, en el 

artículo 12 del Decreto N° 73.841 de 1974 establece la prohibición para las empresas de trabajo temporal de 

contratar a un extranjero con una visa temporal para permanecer en el país. El artículo 17 ibídem contempla 

para los trabajadores temporales, además del salario, las prestaciones y los servicios de seguridad social. 

Bolivia 
El artículo 48 de la Ley 370 de 2013 establece que los empleadores no pueden afectar los derechos adquiridos 

por los migrantes extranjeros ni tampoco sus beneficios sociales. 

Ecuador 
De conformidad con el artículo 51 de la Ley Orgánica de Movilidad uno de los derechos de los trabajadores 

extranjeros es recibir una remuneración y acceder a la seguridad social. 

Perú 

El Decreto Legislativo Nº 1350 de 2017 en el artículo 9 respecto a los derechos de los extranjeros señala que 

el Estado les reconoce el goce y ejercicio de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución 

Política del Perú, tales como el acceso a la salud, la educación y el trabajo en igualdad de condiciones que 

los nacionales, salvo las prohibiciones y limitaciones establecidas en la normatividad vigente. 

Colombia 

La Resolución 597 de 2017 creó el Permiso Especial de Permanencia (PEP) únicamente para los nacionales 

venezolanos, entre otras, finalidades para evitar la explotación laboral y velar por el respecto de la dignidad 

humana. El titular de este permiso está autorizado para ejercer cualquier ocupación legal en el país incluidas 

las que impliquen vinculación por medio de contrato de trabajo. 

Venezuela 
La Ley de Extranjería y Migración N° 37. 944 de 2004 en su artículo 16 establece que quienes ingresen al 

país en virtud de un contrato de trabajo deben tramitar a través de su contratante la autorización para laborar. 

Fuente: Elaboración propia. 

 



 

 

El indicador modalidades de contratación, límites y terminación del contrato, que hace 

énfasis a las formas en que se concreta el vínculo laboral entre empleador y empleado, cuando 

algunos de los dos tienen la condición de migrante, fue referenciado en doce (12) instrumentos, 

en los que también se regulan las causas de terminación del contrato y el marco en el que se 

deben regir las partes. 

En Colombia, según la legislación vigente, respecto de las modalidades de contratación tal 

como lo señala el Ministerio del Trabajo en su sitio web oficial, específicamente para migrantes 

venezolanos, sólo es posible la vinculación laboral mediante contrato de trabajo a término fijo, 

que establece un periodo mínimo de contratación de tres meses prorrogable por el mismo tiempo, 

y el contrato de trabajo a término indefinido. Las modalidades de contratación como contrato de 

aprendizaje o contrato temporal, ocasional o accidental no aplican para contratar migrantes que 

cuentan con PEP. 

Por otra parte, en el caso del Perú, su legislación ha fijado disposiciones para contratar 

migrantes venezolanos con Permiso Temporal de Permanencia o Acta de Permiso de Trabajo 

Extraordinario-Provisional. Con base en ellas el Ministerio de Trabajo del Perú en el año 2018 

estableció que el contrato laboral, sus prórrogas y modificaciones se deben celebrar por escrito y 

a plazo determinado, el cual no puede ser superior a la vigencia del Permiso Especial de Trabajo 

o del Acta de Permiso de Trabajo Extraordinario-Provisional (Florez, 2019). 

En Bolivia el artículo 48 de la ley 370 de 2013 establece que los empleadores deberán dar 

estricto cumplimiento a la legislación laboral respecto de los migrantes extranjeros sin importar 

su condición migratoria, por lo cual le son aplicables las mismas modalidades que para los 

nacionales. 

Por otra parte, en Ecuador, según el artículo 2 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana, 

los extranjeros cuentan con igualdad de derechos que los nacionales. Por lo tanto, de los 

instrumentos objeto de estudio no se observa distinción al respecto, dado que le son aplicables las 

mismas modalidades de contratación establecidas por la legislación laboral para los nacionales.  

Según la Ley de Migración y Extranjería, en Venezuela las personas que ingresen en virtud 

de un contrato de trabajo deben tramitar y obtener la autorización laboral por medio de su 

contratante. El inicio y la finalización de la relación laboral debe ser notificado al Registro 



 

 

Nacional de Extranjeros y Extranjeras en el término de treinta (30) días siguientes al respectivo 

acto. 

En Brasil según Decreto N° 73.841 del 13 de marzo de 1974, el trabajador migrante puede 

vincularse laboralmente bajo la modalidad de contrato de trabajo temporal o contrato de 

prestación de servicios temporales, cuya vigencia es de tres (3) meses, debe constar por escrito y, 

en caso de prórroga, requiere autorización del Ministerio de Trabajo. 

Según la Ley de Migraciones de Paraguay de 1996, los extranjeros deben inscribirse en la 

Dirección General de Migraciones dentro del mes siguiente a la llegada al país e informar cuando 

cambien de profesión o actividad. Así mismo, es deber del empleador exigir el documento de 

identidad paraguayo al extranjero en que conste si es residente permanente o temporario y, en 

este caso, que su plazo de permanencia esté vigente y tenga autorización para trabajar. 

En Uruguay, según el Decreto 394 de 2009, las personas migrantes tienen los mismos 

derechos laborales que los nacionales uruguayos respecto de la admisión, la remuneración, las 

condiciones de trabajo y el acceso a la formación profesional. Sin embargo, tienen unos deberes 

de información y registro con el Estado, tales como estar inscritos en los organismos de seguridad 

social, si es trabajador dependiente, y tener una situación regular de permanencia. 

De igual manera, en Chile el Decreto con Fuerza de Ley 1 del 16 de enero de 2003 exigía 

acreditar una situación regular de permanencia, so pena de expulsión y, a su vez, el empleador 

tenía la obligación de informar esta situación a la autoridad laboral. Este decreto otorgaba una 

visa vinculada al contrato de trabajo, por la cual el empleador debía pagar el pasaje al país de 

origen del trabajador al finalizar el contrato. Para el año 2015 el gobierno de Chile con el fin de 

contribuir a la regularización migratoria creó la modalidad de Visa Temporaria por motivos 

laborales y de esta forma el trabajador extranjero puede trabajar con uno o más empleadores, 

desarrollar emprendimientos, o prestaciones de servicios, elimando la obligación del empleador 

de pagar el pasaje al país de origen del trabajador al culminar el contrato (OIT, 2016).  

En Argentina, según la Ley 25.871 de 2004, es necesario acreditar una situación regular de 

permanencia para la contratación formal de migrantes o trabajadores extranjeros. No obstante, la 

ley contempla que en aquellos casos en los que se contrate a un extranjero que tiene una situación 

irregular de permanencia el empleador debe cumplir con sus obligaciones de conformidad con la 



 

 

legislación laboral vigente sin afectar los derechos adquiridos por ese trabajador, lo cual facilita 

la contratación de personas migrantes.  

Finalmente, en México, según la Ley Federal del Trabajo, el trabajador extranjero con 

situación regular de permanencia puede ser contratado en las modalidades de obra o tiempo 

determinado y por término indeterminado, que incluye un periodo de prueba. Esta disposición 

normativa también establece el contrato por capacitación inicial para apoyar a las personas que 

no tienen experiencia con una duración de tres (3) meses, salvo para puestos gerenciales que 

puede ser hasta de seis (6) meses. 

Seguidamente se tienen las obligaciones de los trabajadores, que corresponden a las 

responsabilidades que adquiere la persona que desempeña alguna actividad u oficio, como 

también quien paga por la labor cumplida. Esta dimensión fue abordada en doce (12) 

instrumentos de política pública (Tabla 8), en los cuales, en general, se les obliga a los 

trabajadores migrantes a respetar la normatividad del país receptor. En el caso Bolivia, además, 

se les exige mantener vigente la autorización de permanencia en el país, en Ecuador residir en 

condiciones de regularidad administrativa y, en Colombia emplear para los fines previstos el 

Permiso Especial de Permanencia (PEP) que les permitió acceder al contrato de trabajo en 

ejecución. 

Tabla 8 

Dimensión Obligaciones de los trabajadores por país 

País Obligaciones de los trabajadores  

México 

En la Ley Federal, específicamente en el título cuarto, se encuentran los derechos y las obligaciones de los 

trabajadores y los empleadores. En el capítulo II se abordan las obligaciones de los trabajadores, quienes deben 

observar las medidas preventivas e higiénicas y desempeñar el servicio bajo la dirección del empleador o su 

representante, entre otras. En el artículo 154 se establece que es deber del empleador preferir a los trabajadores 

mexicanos respecto de quienes no lo sean. 

Argentina 

La Ley de Migraciones en su artículo 9 establece la igualdad de derechos y obligaciones de los trabajadores 

migrantes con arreglo a la legislación vigente. También, en el artículo 18 establece que los migrantes deben 

cumplir lo dispuesto en la Constitución nacional. 

Chile 

El Código de Trabajo chileno en el artículo 9 establece la consesualidad del contrato de trabajo, sin embargo, 

exige que éste se celebre por escrito y prohíbe que el trabajador se rehúse a firmar.  En el artículo 53 estipula 

la obligación del empleador de pagarle al trabajador los gastos razonables con ocasión al cambio de residencia 

para prestar los servicios. Por otra parte, según el Decreto 1094 de 1975 es obligación consagrar en el contrato 

de trabajo la cláusula de pagar el pasaje ida y vuelta cuando la visa lo requiera. 

Uruguay 
La Ley 18250 en su artículo 21 establece la obligación para los empleadores de cumplir la normatividad laboral 

vigente tal como se aplica para los trabajadores nacionales. 

Paraguay 
El artículo 21 de la Ley de Migraciones establece la igualdad de derechos y deberes de los nacionales para los 

migrantes que ostentan la calidad de residentes permanentes. 

Brasil 
La Ley de Trabajo No. 6019 de 1974 en su artículo 11 establece el deber de suscribir contratos de trabajo por 

escrito y cumplir los deberes legales. 

Bolivia 

El numeral cuarto del artículo 14 de la Ley 370 de 2013 establece el deber de los trabajadores extranjeros de 

cumplir con las obligaciones tributarias y de seguridad social. Así mismo, en este artículo señala el deber de 

mantener vigente la autorización de permanencia en el país. 



 

 

Ecuador 

Según el numeral quinto del artículo 53 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana las personas extranjeras 

tienen la obligación de cumplir con sus deberes labores, tributarios y de seguridad social, según las normas 

vigentes, así mismo, deben permanecer en el país con una condición migratoria regular. 

Perú Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Colombia 

En Colombia la Resolución N° 597 de 2017 establece como obligación usar adecuadamente el PEP y observar 

la normatividad migratoria.  Así mismo, en la Circular 0056 se contempla el deber que tiene cualquier 

extranjero de cumplir con los requisitos legales vigentes para acceder a un trabajo formal. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Fuente: Elaboración propia 

Por último, con un menor número de menciones, en sólo seis (6) documentos se cita a la 

dimensión de derechos adquiridos una vez culmina la vinculación o contrato laboral, la cual 

contempla las atribuciones cuya base está en el acuerdo de voluntades, pero con incidencias una 

vez se termine la labor o actividad inicialmente pactada, lo cual hace alusión a indemnizaciones o 

liquidaciones en caso de enfermedades, accidentes de trabajo, vejez o muerte, o la terminación de 

la labor contratada (Tabla 9). Se evidencia que los trabajadores migrantes son titulares de estos 

derechos laborales en países como Ecuador, Paraguay y Perú, en virtud de la cláusula de igualdad 

entre extranjeros y nativos que consagran los instrumentos analizados. En el caso de Bolivia y 

Venezuela se identifica una obligación adicional para los empleadores una vez termina el 

contrato de trabajo, que consiste en el pago del pasaje de regreso del trabajador extranjero. 

Tabla 9 

Dimensión Derechos adquiridos una vez culmina la relación laboral por país 

País Derechos adquiridos una vez culmina la vinculación o contrato laboral por país 

México No refiere sobre el tema  

Argentina 

La ley de Migraciones en su artículo 68 establece que una vez finaliza el contrato de trabajo el extranjero tiene 

derecho a contar con una oportunidad razonable para reclamar su salario y sus prestaciones aun cuando sea 

expulsado del país. 

Chile No refiere sobre el tema 

Uruguay No refiere 

Paraguay 
El artículo 21 de la Ley de Migraciones establece la igualdad de derechos y deberes de los nacionales frente a 

los migrantes que ostentan la calidad de residentes permanentes. 

Brasil No refiere 

Bolivia 
El artículo 48 de la Ley 370 de 2013 establece que los empleadores no pueden afectar los derechos adquiridos 

por los migrantes extranjeros ni tampoco sus beneficios sociales. 

Ecuador 
Según el artículo 2 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana, tienen los extranjeros iguales derechos a los 

nacionales en materia laboral. 

Perú La ley 30001 de 2013 considera para el ámbito laboral en condiciones iguales que los nativos.  

Colombia No refiere 

Venezuela 

El artículo 24 de la Ley de Extranjería y Migración N° 37.944 de 2004 contempla los deberes de los 

empleadores de personas extranjeras, entre ellos exigir la presentación de los documentos de identificación, 

notificar por escrito al Registro Nacional de Extranjeros y Extranjeras los términos y condiciones de la relación 

laboral, así como la terminación de la misma, dentro de un lapso de treinta (30) días siguientes al acto 

respectivo. Adicionalmente, todo empleador o contratista de trabajadores extranjeros o trabajadoras 

extranjeras deberá comprometerse con la autoridad competente en materia de extranjería y migración a pagar 

el pasaje de regreso del extranjero o extranjera y de su familia, si fuera el caso, a su país de origen o de última 

residencia, dentro del mes siguiente a la terminación del contrato. 

Fuente: Elaboración propia. 



 

 

A continuación, en la Tabla 10 se presenta un cuadro resumen con las frecuencias de esta 

variable y sus respectivas dimensiones. 

Tabla 10 

Disposiciones laborales. Número de referencias por dimensión 

Variable 
Frecuenci

a 

Países que lo 

refieren 
Dimensiones Frecuencia Países que lo refieren 

Disposiciones 

laborales 
32 

México, 

Argentina, 

Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, 

Brasil, 

Bolivia, 

Ecuador, 

Perú, 

Colombia, 

Venezuela. 

Modalidades de 

contratación, límites y 

terminación del contrato  

12 

México, Chile, Uruguay, 

Paraguay, Brasil, Ecuador, Perú, 

Venezuela 

Derechos adquiridos 

durante la vinculación 

laboral  

18 

México, Argentina, Chile, 

Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, 

Colombia, Venezuela 

Derechos adquiridos una 

vez culmina la 

vinculación o contrato 

laboral 

6 
Argentina, Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, Venezuela 

Entidades que velan por 

el cumplimento de los 

derechos laborales  

24 

México, Argentina, Chile, 

Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, 

Colombia, Venezuela 

Obligaciones de los 

trabajadores  
12 

México, Argentina, Chile, 

Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Perú, Colombia, 

Venezuela 

Fuente: Elaboración propia. 

 

4.3. Variable Incentivos para el emprendimiento y la contratación 

Esta variable hace referencia a las regulaciones sobre una obligación o exención pecuniaria, la 

formación para el emprendimiento y la asignación de estímulos económicos por parte del Estado, 

para fomentar la creación de empresa o el desarrollo de un emprendimiento por parte de la 

población migrante; en aras de estimular el desarrollo económico sectorial en la nación y la 

generación de empleos.  Así mismo, hace alusión a los incentivos que el Estado establece para 

estimular la contratación laboral de población migrante por parte del sector empresarial. 

De acuerdo a la cantidad de referencias de instrumentos de mayor a menor, la primera de 

ellas corresponde a las Estrategias para impulsar el desarrollo sectorial, la cual fue referenciada 

en doce (12) instrumentos, que consagran iniciativas creadas por parte del Estado, las empresas y 

demás entidades privadas para insertar al mercado laboral a la población migrante, ya sea a través 

de un emprendimiento, un trabajo formal o uno informal, contribuyendo así con el impulso del 

comercio, el turismo, la cultura, la ciencia y la tecnología del país de acogida (Tabla 11). Para la 

UNCTAD (2018) el primer paso a seguir para promover el emprendimiento de los migrantes es 



 

 

elaborar los perfiles de las habilidades y la experiencia de esta población, para así reconocer su 

potencial emprendedor.  Se destaca que México y Brasil en los instrumentos analizados no 

consagran disposiciones al respecto, a pesar de que la integración socioeconómica es 

imprescindible para los países receptores de migrantes, como lo señala la Declaración de Nueva 

York para los Refugiados y los Migrantes (2016).  

Tabla 11 

Dimensión Estrategias para impulsar el desarrollo sectorial por país 

País Estrategias para impulsar desarrollo sectorial por país 

México En los instrumentos objeto de estudio no se encuentran disposiciones al respecto. 

Argentina 

En Argentina la Disposición 1170 de 2010 proferida por la Dirección Nacional de Migraciones concede la 

residencia transitoria especial para extranjeros que desean realizar tareas en áreas profesionales, científicas, 

técnicas, religiosas o artísticas 

Chile 

El Código de Trabajo chileno permite la admisión de extranjeros técnicos, profesionales o altamente cualificados 

bajo la modalidad de visado temporario cuando sean requeridos por personas jurídicas nacionales o por 

organismos internacionales reconocidos por el Gobierno. 

Uruguay 
El artículo 19 de la Ley de Migración establece que los extranjeros pueden ejercer trabajos por cuenta propia 

cuando son admitidos como residentes permanentes o temporarios. 

Paraguay 

El artículo 2 de la Ley de Migraciones les da un tratamiento especial a los agricultores destinados a incorporarse 

en proyectos de colonización de áreas determinadas por el Gobierno.  Por otra parte, en el artículo 25 bajo la 

modalidad de residente temporario se promueve la admisión de personal científico, profesional o especializado 

contratado por entidades públicas o privadas para desarrollar trabajos de su especialidad. 

Brasil En los instrumentos objeto de estudio no se encuentran disposiciones al respecto. 

Bolivia 
El artículo 40 del Decreto Supremo 1923 de 2014 establece que se otorga la visa de trabajo especialmente para 

los extranjeros que desarrollen actividades remuneradas o lucrativas con o sin relación de dependencia. 

Ecuador 

El Decreto Ejecutivo 111 de 2017, reglamentario de la Ley Orgánica de Movilidad Humana, estipula en su 

artículo 41 la emisión de la visa en la variable de artesano ante las oficinas consulares. Quienes aspiren a esta 

variable deben inscribirse y convalidar su actividad ante la Junta Nacional de la Defensa del Artesano. 

Perú 

El artículo 29 del Decreto Legislativo 1350 de 2017 establece un tipo de visa que le permite al extranjero 

desarrollar actividades remuneradas o lucrativas, vinculadas a espectáculos artísticos, culturales, deportivos u 

otros similares en virtud de un contrato de acuerdo con la normativa vigente, cuya vigencia es de noventa (90) 

días improrrogables. 

Colombia 

Documento CONPES N°3603 de 2009 - consideraciones sobre la Política Integral Migratoria- PIM-. 

Ley 1565 de 2012 

Ley 1465 de 2011 

Venezuela 

El artículo 13 de la Ley de Extranjería y Migración establece que los extranjeros y las extranjeras tienen los 

mismos derechos que los nacionales, sin más limitaciones que las establecidas en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela y las leyes. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 En la segunda dimensión se tienen a los Estímulos económicos para el emprendimiento 

con seis (6) instrumentos, que hacen referencia a las prerrogativas concedidas por parte del 

Estado receptor a los migrantes que promuevan el emprendimiento, generen empleo y desarrollo 

económico en su territorio (Tabla 12), como lo afirman Bonilla y Rivero (2020), la promoción 

del emprendimiento es una estrategia efectiva para reducir las barreras que enfrentan los 

migrantes en las comunidades de acogida. 

En el caso de Colombia algunos grupos empresariales han unido esfuerzos para fortalecer 

el potencial emprendedor de los migrantes. Por ello, han apoyado el fortalecimiento de cincuenta 



 

 

(50) emprendimientos de migrantes y acompañado setenta y tres (73) procesos de compras 

inclusivas, movilizando mil (1.000) millones de pesos (Fundación ANDI, USAID, ACDI/VOCA 

Colombia y Fundación Corona, 2020). 

Tabla 12 

Dimensión Estímulos económicos para el emprendimiento por país 

País Estímulos económicos para el emprendimiento por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no consagran disposiciones al respecto 

Argentina Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto 

Chile Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto 

Uruguay Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto 

Paraguay 
La Ley de Migraciones señala que se preferirán a los extranjeros con capital para establecer pequeñas y medianas 

empresas con el fin de cubrir necesidades fijadas por las autoridades nacionales. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto 

Bolivia Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto 

Ecuador 
La Ley Orgánica de Movilidad Humana en su artículo 34 establece la prioridad financiera para los proyectos de 

emprendimiento de los retornados al país. 

Perú 

El Decreto Legislativo Nº 1350 de 2017 en su artículo 29 establece un tipo de visado que les permite a los 

extranjeros sin ánimo de residencia realizar actividades de carácter empresarial, legal, contractual, de asistencia 

técnica especializada o similares, otorgada por el Ministerio de Relaciones Exteriores. Además, autoriza 

múltiples entradas. El plazo de permanencia es de ciento ochenta y tres (183) días, acumulables durante un 

periodo de trescientos sesenta y cinco (365) días improrrogables.  Para los países con los que Perú haya suscrito 

acuerdos o convenios internacionales de exoneración de visa de negocios, la calidad migratoria la otorga 

Migraciones en los puestos de control migratorio y/o fronterizo. 

Colombia 
La Ley 1565 de 2012 estableció para los colombianos que retornen al país el derecho de beneficiarse de los 

fondos de emprendimiento. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

La dimensión de Excepción pecuniaria identificada en ocho (8) documentos corresponde a 

ciertas exoneraciones que realiza el Estado respecto del pago de impuestos y demás aspectos 

tributarios para las personas migrantes que crean empresas y las empresas nacionales que 

contratan integrantes de esta población (Tabla 13).  

Tabla 13 

Dimensión Excepción pecuniaria por país 

País Exención pecuniaria por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto. 

Argentina Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Chile 
La Ley 18.156 del 25 de agosto de 1982 estableció la exención de cotizaciones previsionales a los técnicos 

extranjeros y a las empresas que los contraten previa acreditación de ciertos requisitos legales. 

Uruguay En el artículo 76 contempla la exención aduanera para todo nacional que decida retornar al país. 

Paraguay El instrumento objeto de estudio no contiene disposiciones al respecto. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no incluyen disposiciones al respecto. 

Bolivia 

El artículo 61 de la Ley 370 de 2013 señala que los retornados reciben una exención sobre todo tributo 

aduanero de importación que grave el ingreso de sus elementos personales. - Decreto Ley N°13344 del 30 

de Enero de 1976 -Ley de inmigración-.   

Ecuador 

El artículo 36 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana establece una exención de pago de los tributos al 

comercio exterior salvo las tasas por servicios aduaneros para las importaciones de menaje de casa de los 

retornados con el ánimo de domiciliarse en Ecuador 

Perú Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Colombia 

La Ley 1565 de 2012 consagra incentivos aduaneros, tributarios y financieros para los colombianos que 

retornen al país referentes a la exención de pago de todo tributo y derechos de importación de algunos bienes 

tales como maquinarias y equipos que usen para el desempeño de su profesión, exceptuando vehículos. 



 

 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 Por su parte, la dimensión de formación para el emprendimiento se encontró en siete (7) 

instrumentos, la cual hace alusión a las garantías que otorga el Estado dentro de su marco 

normativo en cuanto a la oferta de programas de fortalecimiento de las capacidades 

emprendedoras de los migrantes (Tabla 14). Y en los casos de Chile, Uruguay y Colombia la 

educación en emprendimiento para migrantes está a cargo de entidades públicas, como el 

Servicio Nacional de Capacitación de Empleos (SENSE), la Junta Nacional de Migración y el 

Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), respectivamente. 

 

Tabla 14 

Dimensión Formación para el emprendimiento por país 

País Formación para el emprendimiento por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Argentina 
El artículo 19 de la Ley de Migraciones establece que el Estado debe orientar a cualquier extranjero para la 

elección de una actividad remunerada y ser autorizado en el ejercicio de un trabajo por cuenta propia. 

Chile Está a cargo del Servicio Nacional de Capacitación de Empleos (SENSE). 

Uruguay 
El artículo 25 de la Ley 18250 establece como deber estatal de la Junta Nacional de Migración implementar 

cursos de formación vinculados a los recursos humanos migrantes. 

Paraguay El instrumento objeto de estudio no contiene disposiciones al respecto. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no tienen disposiciones al respecto. 

Bolivia Decreto Ley N°13344 del 30 de Enero de 1976 -Ley de inmigración-.   

Ecuador 

El artículo 33 de Ley Orgánica de Movilidad Humana consagra el derecho que tienen los ecuatorianos 

retornados a que el Estado les brinde prioritariamente los servicios de capacitación para el emprendimiento. 

También el artículo 24 establece el deber estatal de promover la inversión en procesos de emprendimiento. 

Perú Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Colombia 

Según el documento Conpes 3603 para facilitar y fomentar el empleo y el emprendimiento el Ministerio de 

Relaciones Exteriores a través del SENA debe ofrecer cupos de formación en ambientes virtuales de 

aprendizaje para migrantes.  Específicamente para la población venezolana, la Circular No. 0056 contempla 

que la Red de Prestadores del Servicio Público de Empleo tiene el deber de brindarle información y orientación 

a este grupo poblacional. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Finalmente, la dimensión de Incentivos para la contratación laboral se encontró sólo en 

Chile en un (1) instrumento, que otorga beneficios a los empleadores que vinculan dentro de sus 

nóminas a migrantes. 

A continuación, en la Tabla 15 se presenta un cuadro resumen con las frecuencias de esta 

variable y sus respectivas dimensiones. 

Tabla 15 

Variable Incentivos para el Emprendimiento y la Contratación 

Variable Frecuencia 
Países que lo 

refieren 
Dimensiones Frecuencia Países que lo refieren 



 

 

Incentivos para 

el 

emprendimiento 
y la contratación  

15 

Argentina, Chile, 

Paraguay, Bolivia, 

Perú, Colombia, 
Venezuela 

Estrategias para 

impulsar el desarrollo 
12 

Argentina, Paraguay, 
Bolivia, Ecuador, Perú, 

Colombia, Venezuela 

Excepción pecuniaria 8 
Chile, Bolivia, Perú, 

Colombia 

Formación para el 

emprendimiento 
7 Bolivia, Perú, Colombia 

Incentivos para la 

contratación laboral 
migrante 

1 Chile. 

Estímulos económicos 
para el emprendimiento 

6 Bolivia, Perú, Colombia 

Fuente: Elaboración propia. 

 

4.4. Variable Reducción de barreras al acceso del mercado    

Hace alusión a las estrategias que establecen los Estados receptores para reducir las barreras de 

acceso al mercado laboral por parte de la población migrante, en cuanto a la certificación de sus 

habilidades y oficios, la articulación con cadenas de valor y la formalización de su estatus 

migratorio. Dentro de esta variable se encuentran tres dimensiones: (i) orientación e información, 

(ii) formalización de estatus migratorio y (iii) certificación de habilidades y oficios, convalidación 

de títulos. 

La dimensión formalización de estatus migratorio fue abordada en veinticuatro (24) 

instrumentos y se relaciona con el otorgamiento de la calidad migratoria mediante la autoridad 

competente, estableciéndose entre otros aspectos, el tipo y tiempo de la misma, teniendo en cuenta 

las condiciones personales o la actividad que vaya a desarrollar el migrante en el país de acogida 

(Tabla 16).  Se evidencia que en ejercicio de su soberanía la mayoría de países latinoamericanos 

estudiados han regulado a través de leyes y decretos la regularización de los migrantes radicados 

en su territorio mediante el otorgamiento de visas y permisos. 

Tabla 16 

Dimensión Formalización del estatus migratorio por país 

País Formalización del estatus migratorio por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Argentina 

La Ley de Migraciones establece en los artículos 20 al 28 las variables de ingreso y permanencia regular en la 

Argentina tales como residentes permanentes, temporarios y transitorios. Específicamente para adquirir la 

condición de trabajador migrante el artículo 23 prevé que se debe permanecer por un tiempo máximo de tres (3) 

años prorrogables junto con el permiso para trabajar 

Chile 

El Decreto Ley No. 1.094 de 1975 establece los requisitos para la residencia y permanencia definitiva en el 

territorio nacional. En su artículo 22 se estipulan las visas con denominaciones de residente sujeto a contrato, 

residente estudiante, residente temporario y residente con asilo político o refugiado. 

Uruguay 
El artículo 4 del Decreto No. 394 de 2009 establece los requisitos para conceder la residencia permanente, 

además, señala los requisitos para la residencia temporaria. 

Paraguay 
Los artículos 8 al 10 de la Ley de Migraciones consagran las variables de residente y no residente para la admisión 

en el país. El residente puede ser permanente o temporario. 



 

 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto 

Bolivia Los artículos 20 y 21 establecen las variables de visa y forma regular de permanencia. 

Ecuador 

El artículo 54 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana contempla las variables migratorias para los visitantes 

temporales, las cuales son: transeúnte, turista y protección internacional. Los artículos 60 y 63 ibídem señalan 

los requisitos para acceder a la residencia temporal y permanente. Por su parte, el artículo 66 establece los tipos 

de visa: residente, temporal, temporal de excepción, diplomática, humanitaria, turista y por convenio, entre otras. 

Perú 

El artículo 12 del Decreto Legislativo Nº 1350 de 2017 contempla el principio de formalización migratoria en 

virtud del cual el Estado promueve las medidas necesarias para la formalización de los extranjeros que deseen 

ingresar y permanecer en el territorio nacional. 

Colombia 
El artículo 7 de la Resolución No. 6045 de 2017 establece los tipos de visa: visitante, migrante y residente. El 

artículo 17 ibídem señala las condiciones para solicitar la visa migrante. 

Venezuela El artículo 7 de la Ley de Extranjería y Migración contempla los requisitos para la admisión de extranjeros. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 Seguidamente, se referenció catorce (14) veces en los documentos analizados la dimensión 

de Certificación de habilidades y oficios, convalidación de títulos, que alude a la regularización 

de la población migrante por parte de la autoridad administrativa competente a través de la 

certificación y convalidación de habilidades, títulos y oficios con los que cuenta el migrante 

(Tabla 17). Se destaca el hecho de que, en países como Colombia, Perú, Chile y Ecuador, 

principales receptores de la diáspora venezolana, no se hayan expedido en los últimos años 

instrumentos de política pública que simplifiquen estos trámites. 

Tabla 17 

Dimensión Certificación de habilidades y oficios, convalidación de títulos por país 

País Certificación de habilidades y oficios, convalidación de títulos por país 

México 
Ley Federal del Trabajo del 01 abril de 1970, en su artículo 808 refiere que los documentos válidos en México 

provenientes del extranjero tendrán validez con un trámite especial para el mismo.  

Argentina Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Chile Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Uruguay Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Paraguay 
El artículo 43 de la Ley de Migraciones establece como uno de los requisitos para obtener la residencia 

permanente o temporaria el título o certificado que acredite la profesión u oficio. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Bolivia Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Ecuador 
El artículo 28 de la Ley de Movilidad Humana otorga el derecho a la homologación, convalidación y 

reconocimiento de estudios realizados en el exterior. 

Perú El instrumento objeto de estudio no contiene disposiciones al respecto. 

Colombia 
Cuando se trate de una profesión liberal no regulada se exige que el extranjero convalide el título profesional 

ante el Ministerio de Educación Nacional. 

Venezuela El instrumento objeto de estudio no contiene disposiciones al respecto. 

 Fuente: Elaboración propia. 

Así mismo, la dimensión Orientación e información fue referenciada catorce (14) veces en 

las disposiciones estudiadas, correspondiendo ésta a la asesoría que brindan las autoridades 

administrativas a los migrantes respecto al ámbito laboral y todos sus ejes en el país receptor.  

Tabla 18 

Dimensión Orientación e información por país 

País Orientación e información por país 



 

 

México 
El artículo 13 de la Ley de Migración señala que los migrantes tienen derecho a que se les proporcione 

información acerca de sus derechos y obligaciones, conforme a la legislación vigente. 

Argentina 

El artículo 9 de la Ley de Migraciones establece que es deber de la Dirección Nacional de Migraciones brindar 

información a los migrantes y sus familiares, como también velar por que los empleadores, sindicatos y otros 

órganos se la proporcionen de forma gratuita y en un idioma que puedan entender. 

Chile Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Uruguay 
El artículo 12 de la Ley 18.250 de 2008 consagra que toda persona migrante tiene derecho a que el Estado le 

proporcione información respecto de sus derechos y deberes de acuerdo con su condición migratoria. 

Paraguay 

Según el artículo 91 de la Ley de Migraciones, la Dirección General de Migraciones debe informar y orientar 

sobre los proyectos para la instalación de pequeñas y medianas empresas, también sobre las características 

socioeconómicas, y requerimientos de personal cualificado para los programas de migración organizada. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Bolivia Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Ecuador 

El artículo 45 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana establece el derecho a la información migratoria que le 

asiste a las personas extranjeras a ser informadas sobre su estadía en el país y la forma de modificar su condición 

migratoria. 

Perú 

El artículo 9 del Decreto Legislativo Nº 1350 señala que el Estado tiene el deber de proporcionar al extranjero 

información sobre los requisitos para su ingreso, permanencia, residencia y salida del territorio nacional, así 

como cualquier otra información que sea necesaria. 

Colombia 

La Circular No. 0056 de 2017 establece en el numeral 6 que la Red de Prestadores del Servicio Público de 

Empleo se encargan de brindar servicios de información, orientación y remisión para los extranjeros que se 

identifiquen con su pasaporte o documento nacional. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

  Fuente: Elaboración propia. 

A continuación, en la Tabla 19 se presenta un cuadro resumen con las frecuencias de esta 

variable y sus respectivas dimensiones. 

Tabla 19 

Dimensión Reducción de barreras al acceso del mercado 

Variable Frecuencia 
Países que lo 

refieren 
Dimensiones Frecuencia 

Países que lo 

refieren 

Reducción de 

barreras al 

acceso del 

mercado 

26 

México, 

Argentina, Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, 

Colombia, 

Venezuela 

Orientación e 

información 
14 

Argentina, 

Bolivia, Perú, 

Colombia 

Certificación de 

habilidades y 

oficios, 

convalidación de 

títulos 

14 

México, Chile, 

Bolivia, Perú, 

Colombia 

Formalización de 

estatus migratorio 
24 

México, 

Argentina, Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, 

Colombia, 

Venezuela 

Fuente: Elaboración propia 

 

4.5. Variable Disposiciones específicas para la vinculación laboral de migrantes 

Está vinculada a las normativas de los Estados que recepcionan población migrante, en virtud de 

una serie de prerrequisitos que deben cumplir las personas para ser aptas al ingreso y laborar en 



 

 

su territorio; de conformidad con el nivel y el tipo de cualificación, y las necesidades que se 

establezcan en el mercado laboral del Estado receptor. 

Dentro de esta variable, fue mencionada en dieciséis (16) documentos la dimensión de 

Capacidades, que se refiere al otorgamiento de la calidad migratoria formal dado al desempeño 

por parte del migrante de actividades económicas, deportivas y profesionales, consideradas aptas 

productivamente para el Estado receptor. 

Por su parte, en Uruguay, Ecuador y Paraguay se otorga este beneficio a los artistas y 

empresarios. A estos últimos también en Colombia. En el caso de Ecuador, los científicos son 

acreedores de la variable regular de residencia temporal. 

Tabla 20 

Dimensión Capacidades por país 

País Capacidades por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Argentina Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Chile Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Uruguay 
El artículo 34 de la Ley 18.250 de 2008 otorga la calidad de residente temporario, entre otras personas, para los 

artistas, deportistas y personas de negocios. 

Paraguay 
El artículo 25 de la Ley de Migraciones establece en el numeral segundo que otorga la calidad de residente 

temporario a los empresarios, directores y artistas contratados por empresas para desarrollar su profesión. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Bolivia Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Ecuador 

El artículo 60 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana establece la variable regular de la residencia temporal 

para el profesional científico dedicado a actividades de investigación o académicas contratado por entidades 

públicas o privadas. En el numeral sexto del referido artículo se consagra también esta variable para el extranjero 

deportista, artista y gestor cultural contratado para esas actividades. 

Perú 

El numeral 2 del artículo 29 del Decreto Legislativo No. 1350 de 2017 establece la visa de residente tipo b, la 

cual le permite al extranjero realizar actividades laborales que consistan en la ejecución de una tarea o función 

específica o un trabajo que requiera conocimientos profesionales, comerciales o técnicos especializados enviado 

por un empleador extranjero. 

Colombia 

El artículo 17 de la Resolución 6045 de 2017 establece el otorgamiento de la visa de migrante para el extranjero 

que acredite haber constituido o adquirido un capital social de sociedad comercial en los montos determinados 

por la ley. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

  Fuente: Elaboración propia. 

 

El perfil de cualificación, referenciado diez (10) veces en los instrumentos, está relacionado 

con el proceso de selección que realiza el Estado de acogida para conceder el estatus migratorio a 

quien desee radicarse en su territorio, teniendo en cuenta el perfil cualificado del migrante. 

Tabla 21 

Dimensión Perfil de cualificación por país 

País Perfil de cualificación por país 

México Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Argentina Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 



 

 

Chile 

El artículo 33 del Decreto 1094 de 1975 establece el otorgamiento de la visa de residente temporario para aquellos 

extranjeros que sean requeridos por personas jurídicas por ostentar la condición de profesionales, técnicos o 

personas altamente calificadas. 

Uruguay 
El artículo 34 de la Ley 18.250 de 2008 otorga la calidad de residente temporario para los trabajadores migrantes, 

científicos, investigadores académicos, profesionales, estudiantes y pasantes. 

Paraguay 

Según el artículo 129 de la Ley de Migraciones se facilita la promoción y el retorno de los profesionales 

nacionales.  Por otra parte, el artículo 25 de esta ley establece en el numeral primero que se otorga la calidad de 

residente temporario a los científicos, investigadores, profesionales y académicos para efectuar trabajos de su 

especialidad. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Bolivia Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Ecuador 

El artículo 41 del Decreto Ejecutivo 111 de 2017 establece el otorgamiento de la visa para profesionales, técnicos, 

tecnólogos o artesanos con la presentación del título apostillado ante la autoridad competente del país de origen. 

Una vez otorgada la visa se debe registrar ante la autoridad competente. 

Perú 

El artículo 29 del Decreto Legislativo No. 1350 de 2017 estipula los tipos de calidades migratorias, entre ellos 

se encuentran la artística o deportiva, la cual le permite al extranjero desarrollar actividades remuneradas o 

lucrativas, vinculadas a espectáculos artísticos, culturales, deportivos u otros similares en virtud de un contrato 

de conformidad con la normativa vigente. 

Colombia 
En el numeral 2 del artículo 17 de la Resolución No. 6045 de 2017 se establece como condición para acceder a 

la Visa de Migrante contar con cualificación o experticia para ejercer una profesión de manera independiente. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

  Fuente: Elaboración propia. 

Por último, la dimensión denominada Necesidades que se establezcan en el mercado 

laboral, fue mencionada en ocho (8) documentos y consiste en el estímulo a la recepción de 

migrantes que suplan las ofertas laborales que han surgido en el Estado receptor.  

Tabla 22 

Dimensión Necesidades que se establezcan en el mercado laboral por país 

País Necesidades que se establezcan en el mercado laboral por país 

México Ley de migración Mexicana del 25 mayo de 2011. 

Argentina L ey 25.871 del 17 diciembre de 2003. 

Chile Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Uruguay Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Paraguay 

El artículo 2 de la Ley de Migración establece que se tiene en cuenta de manera especial a la inmigración de 

agricultores destinados a incorporarse en la ejecución de proyectos de colonización en las áreas determinadas 

por las autoridades nacionales. 

Brasil Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto. 

Bolivia 

Decreto Ley N°13344 del 30 de enero de 1976 -Ley de inmigración-., en el artículo 11 establece la visa múltiple 

para personas extranjeras que realicen actividades de inversión y negocios en el territorio boliviano. Así mismo, 

el Decreto Supremo No. 24423  del 29 de noviembre de 1996. 

Ecuador Política migratoria de Ecuador 

Perú Decreto Legislativo N° 1350 del 6 de Enero de 2017 - Decreto legislativo de migraciones. 

Colombia Documento CONPES N°3603 de 2009 - consideraciones sobre la Política Integral Migratoria- PIM-. 

Venezuela Los instrumentos objeto de estudio no contienen disposiciones al respecto 

  Fuente: Elaboración propia. 

 

A continuación, en la Tabla 23 se presenta un cuadro resumen con las frecuencias de esta 

variable y sus respectivas dimensiones. 



 

 

Tabla 23 

Variable Disposiciones específicas para la vinculación laboral de migrantes 

Variable Frecuencia 
Países que lo 

refieren 
Dimensiones 

Frecuenci

a 
Países que lo refieren 

Disposicione

s específicas 

para la 

vinculación 

laboral de 

migrantes 

17 

México, 

Argentina, Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, 

Colombia, 

Venezuela 

Perfil de cualificación 10 

México, Argentina, 

Uruguay, Paraguay, Bolivia, 

Perú, Colombia, Venezuela 

Capacidades 16 

México, Argentina, Chile, 

Urguay, Paraguay, Bolivia, 

Perú, Colombia, Venezuela 

Necesidades que se 

establezcan en el 

mercado laboral 

8 

México, Argentina, 

Paraguay, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Esta revisión permite evidenciar que en los países objeto de estudio no es frecuente la 

existencia de una política laboral migratoria dado que tan sólo en el Ecuador se encuentra una 

política en esa materia. Por lo cual, en general, es muy poca la normatividad que regula el 

adecuado aprovechamiento en materia laboral de la fuerza de producción que puede traer como 

beneficio para un país los migrantes y, a su vez, implica una condición de vulnerabilidad para 

esta población respecto del acceso al mercado laboral. Aun cuando existen en los instrumentos 

estrategias para impulsar el desarrollo sectorial son muy bajos los incentivos para la contratación 

de población migrante y, por el contrario, es más frecuente la formación para el emprendimiento 

como una alternativa que permite a los migrantes generar sus propios recursos.  

Frente a las entidades que velan por el cumplimiento de los derechos laborales de los 

migrantes por país, se halló que en la mayoría de los países esta función se le atribuye al 

Ministerio del Trabajo que, a su vez, se encarga de velar por los derechos laborales de los 

nacionales. Sólo en los casos de Argentina y México está atribuida a una autoridad especializada 

en migración.  

Una de las dimensiones que evidencia la forma usual contemplada en los instrumentos 

como mecanismo para la reducción de las barreras de acceso al mercado laboral es la 

formalización del estatus migratorio que le permite al migrante acceder a un trabajo formal. 

También es frecuente la solicitud de certificaciones de habilidades como un requisito de 

acreditación de la cualificación del trabajador migrante para determinado trabajo. Al igual que, la 



 

 

orientación e información brindada por el Estado receptor a los migrantes para que accedan al 

mercado mediante un contrato de trabajo o por cuenta propia.  

De los incentivos para el emprendimiento y la contratación se encontró un nivel bajo de 

beneficios por la contratación de población migrante, dado que tan sólo fue referenciado en un 

(1) instrumento. Por el contrario, los incentivos más frecuentes fueron las estrategias para 

impulsar el desarrollo sectorial que permite el trabajo de profesional cualificado, técnico, y 

cultural. Las excepciones pecuniarias son otro de los incentivos más usuales para promover el 

emprendimiento. 

Finalmente, cada país establece dentro de sus instrumentos disposiciones específicas para la 

vinculación laboral de migrantes de acuerdo con el perfil de cualificación, capacidades y 

necesidades del país receptor en el mercado laboral. No obstante, solo en quince (15) 

instrumentos objeto de estudio se encuentra esta variable, por lo cual no es tan común en las 

legislaciones. 

  

 



 

 

5. CONCLUSIONES 

La problemática de la migración se convierte en un asunto de interés para los Estados. Por ello, 

deben asumir la responsabilidad de brindar una solución efectiva a ese fenómeno, propiciando 

que la población migrante sea beneficiada. Los Estados receptores de flujos migratorios han 

hecho uso de varios instrumentos de política pública para aminorar las consecuencias 

ocasionadas por la migración. Su diseño, elaboración, aprobación e implementación ha estado 

determinado por el contexto histórico, social y económico, así como por la voluntad política del 

gobierno de turno. 

En el presente estudio se tomó como referente a once (11) países de América Latina. De 

estos, Colombia, Perú y Bolivia son los que más instrumentos de política pública en materia 

migratoria han expedido. Colombia ocupa el primer lugar en el incremento de disposiciones en 

los últimos años, debido a la diáspora venezolana, pues es su principal país receptor. Por su parte, 

Perú, segundo país que acoge el mayor número de inmigrantes venezolanos, estableció su política 

estatal migratoria en el Decreto Legislativo N°1350 de 2017. 

Bolivia y Perú ocupan el segundo lugar en la emisión del mayor número de instrumentos. A 

diferencia de Perú, actualmente, el Estado boliviano se encuentra promoviendo una política 

migratoria para acoger a la población proveniente de Venezuela. Además, cuenta con una amplia 

legislación que regula flujos migratorios, dentro de la que se encuentra: la Ley 370 del 8 de mayo 

de 2013 o Ley de Migración y el Decreto Supremo N°1923 del 13 de marzo de 2014, que 

reglamenta de la ley en mención. Mediante estos instrumentos Bolivia ha regulado aspectos como 

el procedimiento para la regularización de la población migrante, el procedimiento de retorno de 

población boliviana y las funciones de las instituciones encargadas de velar por el cumplimiento 

de la Ley de Migración.  

En el transcurso del año 2020 Bolivia ha ratificado su interés de acoger a la población 

migrante venezolana, a diferencia de los demás países de la región. Lo anterior, se sustenta en el 

hecho de que ha emitido varios instrumentos para garantizar la permanencia y el tránsito de 

menores venezolanos y de sus padres o tutores (Resolución 148 de 2020), la exención en el pago 

de multas por ingreso al país de forma irregular y la permanencia transitoria durante sesenta (60) 

días sin costo, así como la permanencia con visa (Resolución 242 de 2020) (OEA, 2020).  



 

 

En el caso del Ecuador, dentro de los documentos analizados se resalta la Ley Orgánica de 

Movilidad Humana o Ley N° 938 de 2017, la cual contempla todo lo relacionado con la 

migración, es decir, los procesos administrativos, los requisitos para la concesión del estatus 

migratorio, el asilo, el refugio y la naturalización. Adicionalmente, incluye un acápite para el 

control de la situación de los trabajadores migrantes. De igual manera, establece una serie de 

derechos para la población ecuatoriana que ha decido retornar a este país. Es importante destacar 

que, su artículo 34 considera como derecho el acceso al sistema financiero, y estipula que las 

instituciones financieras públicas deben otorgarle prioridad a los migrantes en la aprobación de 

proyectos de emprendimiento y asociatividad, garantizando el pago de la deuda con los bienes de 

la iniciativa de negocio en el evento de no poder probar una relación de ingresos mensuales.  

Así mismo, Ecuador en su Ley de Movilidad Humana consagra para las personas 

extranjeras el derecho al trabajo y la seguridad social, al igual que el derecho a la salud, 

prohibiendo la negación de la prestación de ese servicio por parte de las instituciones públicas o 

privadas. De igual manera, promueve la creación de políticas que protejan a los migrantes que se 

encuentran enfermos, accidentados o muertos, siempre y cuando cuenten con un seguro público o 

privado.  

También se destaca de esta ley la inclusión de los lineamientos para las políticas públicas 

que se deseen implementar en territorio ecuatoriano en materia de lucha contra los delitos de trata 

de personas y tráfico ilícito de migrantes. Así mismo, la creación del Sistema Nacional Integrado 

de Información Sobre Movilidad Humana, el cual, además de ser confiable, registra la identidad 

de la persona, su condición migratoria, movimiento y lugar de ubicación, facilitando el control de 

los flujos migratorios por parte de las autoridades administrativas  

En el caso particular de Colombia es necesaria la emisión de un instrumento de política 

pública que gestione integralmente el fenómeno migratorio, así como lo han hecho otros países 

de América Latina, dentro de los que se encuentran Perú, Bolivia, Argentina, Uruguay, Paraguay, 

Ecuador y Venezuela.  Mediante una disposición amplia es posible establecer de forma concreta 

los derechos y deberes de la población migrante, los requisitos para la regularización de su 

estatus migratorio, las instituciones encargadas de los procesos administrativos y los incentivos 

para el emprendimiento y la vinculación laboral de migrantes. Lo anterior, teniendo en cuenta 

que los documentos existentes dentro del ordenamiento colombiano se encuentran dispersos, 



 

 

regulando de manera independiente diferentes asuntos, sin existir un instrumento consolidado con 

disposiciones expresas que responda a los fenómenos migratorios, en especial, a la diáspora 

venezolana.  

Por otro lado, del análisis documental realizado a través de la presente investigación se 

pudo evidenciar que en los once (11) países estudiados la ley es el instrumento más utilizado para 

regular los asuntos migratorios, seguido de los decretos. Los menos utilizados son los programas, 

las políticas públicas y las disposiciones. Esto se debe a la jerarquía que ostenta la ley y los 

decretos en los diferentes ordenamientos jurídicos frente a las demás disposiciones normativas. 

Los instrumentos de ley tuvieron su origen en el legislador y el ejecutivo, emitiéndose a 

través de estos los lineamientos para la regulación de los asuntos migratorios a los que se 

encuentran sujetos las instituciones estatales, la población migrante, la sociedad civil, el mercado 

económico, las relaciones diplomáticas y la seguridad estatal.  

 La variable más utilizada en cada una de las disposiciones fue la de carácter 

administrativo. Esto se debe a que, en principio, las directrices que emanan del Estado son de 

carácter público y materializadas por las instituciones estatales, asignando a través de las 

diferentes normativas cada una de las funciones que deben cumplir las entidades estatales y sus 

respectivos funcionarios.  

La segunda variable reiterada por todos los Estados fue la de materia laboral. Lo anterior, 

se debe a que los migrantes se hallan expuestos a barreras en el acceso al mercado laboral, así 

como a situaciones de vulnerabilidad frente a sus empleadores, haciéndose indispensable para las 

naciones receptoras garantizarles un trabajo en condiciones dignas y justas, así como promover 

su vinculación laboral formal. 

En la mayoría de los instrumentos analizados por países se observó que las entidades 

estatales que velan por el cumplimiento de los derechos laborales de los migrantes no tienen esa 

especialidad, sino que vigilar el respeto y la garantía de los derechos laborales de la población 

migrante se encuentra dentro de las funciones que tienen frente a los nacionales. Sólo en 

Argentina y México esta competencia está atribuida a autoridades migratorias. 

En los instrumentos objeto de estudio de Uruguay, Ecuador y Bolivia, a diferencia de los 

demás países analizados, se establece que los trabajadores migrantes gozan de igualdad de 



 

 

derechos laborales que los nacionales. Cabe anotar que, estos países cuentan con un único 

instrumento que reúne la principal regulación en materia migratoria dentro de su ordenamiento 

jurídico. El reconocimiento de esta igualdad formal entre nativos y migrantes es sumamente 

importante para lograr la consolidación de un mercado laboral garantista de los derechos de la 

población migrante.  

Respecto de las estrategias para impulsar el desarrollo sectorial, se observó que la principal 

estrategia utilizada en los países estudiados es la creación de una clase de visado especial para los 

trabajadores migrantes que tienen un empleo formal dependiente o por cuenta propia. Es decir, 

que con estas prescripciones normativas esta población tiene la posibilidad de contribuir con el 

impulso del comercio, el turismo, la ciencia y cultura desde un estatus regular en el país de 

acogida, así como de acceder a derechos y beneficios, al igual que ser titulares de correlativos 

deberes. 

En cuanto a los estímulos económicos para el emprendimiento de migrantes por parte del 

Estado receptor, se identificó que no son frecuentes en los instrumentos objeto de estudio, ya que 

sólo seis (6) veces fueron referenciados. Así mismo, la formación para el emprendimiento se 

observó siete (7) veces, a pesar de que es una herramienta fundamental para potenciar las 

habilidades empresariales de la población migrante, aprovechar su fuerza de trabajo y consolidar 

la incidencia positiva de los flujos migratorios en la economía de acogida.   

Por otra parte, frente a las modalidades de contratación en países como Colombia y Perú se 

evidenció que se les exige a los trabajadores migrantes la acreditación de una autorización 

administrativa para celebrar un contrato de trabajo. De igual forma, en Uruguay y Paraguay es 

necesario registrar el contrato e informar a la autoridad migratoria el cambio de empleador y la 

finalización de la relación laboral.  Estos permisos para trabajar y registros le permiten a los 

Estados tener información y, así, vigilar el cumplimiento los derechos y deberes de los migrantes. 

Sin embargo, es necesario analizar su eficacia, lo cual puede ser objeto de estudio en futuras 

investigaciones.  

La orientación e información que se brinda a los migrantes en materia de derechos laborales 

es una estrategia presente en los instrumentos estudiados, toda vez que sirven como herramientas 

para prevenir situaciones como la explotación laboral, identificar oportunidades de trabajo formal 

dependiente o independiente y conocer los requisitos administrativos para su acceso. Esta función 



 

 

que se cumple por medio de una entidad estatal es relevante para salvaguardar los derechos de los 

migrantes y posibilitar su integración socioeconómica. 

En la mayoría de los instrumentos analizados se observó que es poco usual la definición de 

un perfil de necesidades del mercado laboral receptor y la prescripción de las capacidades de la 

población migrante, siendo ésta una recomendación dada por los organismos internacionales para 

el diseño de políticas públicas en esta materia. Por ello, a pesar de que existen legislaciones que 

consagran la igualdad formal entre nativos y migrantes, es imprescindible que en los países de 

acogida se propicien espacios para identificar los requerimientos del mercado, a partir de los 

cuales se diseñen estrategias para insertar laboralmente a los migrantes.
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ANEXOS 

Anexo 1. Resumen Frecuencias Matriz General 

Variable 
Nº de 

documentos 
Nº de países Países Documentos 

Administrativo 35 11 

México, 

Argentina, Chile, 
Uruguay, 

Paraguay, Brasil, 
Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia, 

Venezuela. 

Ley de migración Mexicana del 25 mayo de 2011, 
Ley 25.871 del 17 diciembre de 2003, Disposición 

No. 1170 del 29 de junio de  2010, Decreto No. 892 

del 25 de julio de  2016, Decreto Ley 1094 del 19 
de julio de 1975, Ley 18250 del 06 de enero de 

2008, Decreto 394 del 24 de agosto 2009, Ley 978 

del 03 de octubre de 1996, Ley 13445 del 24 de 
mayo de 2017, Decreto Ley N°13344 del 30 de 

Enero de 1976 -Ley de inmigración, Decreto 

Supremo No. 24423  del 29 de noviembre de 1996, 
Ley No.370 de 2013, Reglamento de la ley de 

migración DS No.1923 del 13 marzo de 2014, Ley 

997 del 13 noviembre de 2017, Política Migratoria 
de Ecuador, Ley orgánica de movilidad humana R- 

938 de 2017,  , Decreto ejecutivo N° 111 del 3 de 

agosto de 2017, Reglamento a la ley orgánica de 
movilidad humana, Decreto Ley No.689 de 1991 ley 

para la contratación de los trabajadores extranjeros 
del 4 noviembre de 1991, Ley N°28950 del 12 de 

Enero del 2007, Decreto supremo N°067 del 26 de 

Julio de 2011, Ley N° 30001 del 11 de marzo de 
2013, Decreto Legislativo Nº 1350 del 6 de Enero 

de 2017, Decreto Legislativo de Migraciones, 

Decreto Supremo N° 015-2017- RE. Que aprueba la 
Política Nacional Migratoria 2017-2025, Decreto 

1239 de 2003, Documento CONPES N°3603 de 

2009 - consideraciones sobre la Política Integral 
Migratoria- PIM-, Ley 1465 de 2011, Ley 1448 de 

2011, Ley 1565 de 2012, Resolución 5797 de 2017, 

Circular Nº 025 de 2017, Resolución 6045 de 2017, 

Circular 056 de 2017 Ministerio del Trabajo, 

Circular Conjunta N°16 del 10 de Abril de 2018, 

CONPES N°3950 del 23 de Noviembre de 2018, 
Programa “Colombia Nos Une”, Ley de extranjería 

y migración N° 37.944 del 24 de Mayo de 2004. 

Económico 
2

4 
9 

Argentina, Chile, 
Uruguay, 

Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, 
Perú, Colombia 

Ley 25.871 del 17 diciembre de 2003, Decreto No. 

892 del 25 de julio de  2016, Ley 18156 del 25 de 
agosto de 1982, Ley 18250 del 06 de enero de 2008, 

Ley 978 del 03 de octubre de 1996, Ley 13445 del 

24 de mayo de 2017, Decreto Ley N°13344 del 30 
de Enero de 1976 -Ley de inmigración-, Decreto 

Supremo No. 24423  del 29 de noviembre de 1996, 

Ley No. 1990 del 28 de julio de 1999, Ley No.370 
de 2013, Reglamento de la ley de migración DS N° 

1923 del 13 de marzo de 2014, Ley N° 997 del 13 
de noviembre de 2017, Política Migratoria, Ley 

orgánica de movilidad humana R- 938 de 2017 , 

Decreto ejecutivo N° 111, del 3 de agosto de 2017, 
Decreto Ley No.689 de 1991 ley para la 

contratación de los trabajadores extranjeros del 4 

noviembre de 1991, Ley N° 30001 del 11 de marzo 
de 2013, Ley N° 30525 del 6 de diciembre de 2016, 

Documento CONPES N°3603 de 2009 - 

consideraciones sobre la Política Integral 
Migratoria- PIM-, Ley 1465 de 2011, Ley 1565 de 

2012, Resolución 6045 de 2017, CONPES N°3950 

del 23 de Noviembre de 2018, Programa “Colombia 
Nos Une”. 



 

 

Social 
2

8 
1

0 

México, 

Argentina, Chile, 

Uruguay, 
Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia 

Ley de migración Mexicana del 25 mayo de 2011, 

Ley 25.871 del 17 diciembre de 2003, Decreto Ley 

1094 del 19 de julio de 1975, Ley 18250 del 06 de 

enero de 2008, Decreto 394 del 24 de agosto 2009, 
Ley 978 del 03 de octubre de 1996, Ley 13445 del 

24 de mayo de 2017, Decreto Ley N°13344 del 30 

de Enero de 1976 -Ley de inmigración-,Ley N° 370 
de 2013, Reglamento de la ley de migración DS N° 

1923 del 13 de marzo de 2014, Política Migratoria, 

Ley orgánica de movilidad humana R- 938 de 2017, 
Decreto ejecutivo N° 111, del 3 de agosto de 

2017,Decreto Ley No.689 de 1991 ley para la 

contratación de los trabajadores extranjeros del 4 
noviembre de 1991, Ley N° 30001 del 11 de marzo 

de 2013, Decreto Supremo N° 015-2017- RE. Que 

aprueba la Política Nacional Migratoria 2017-2025, 
Documento CONPES N°3603 de 2009 - 

consideraciones sobre la Política Integral 

Migratoria- PIM-, Ley 1465 de 2011, Ley 1565 de 
2012, Decreto 2353 de 2015, Decreto 780 de 2016, 

Decreto 1495 de 2016, Decreto 1036 del 24 de junio 

de 2016, Circular Nº 025 de 2017, Resolución 6045 
de 2017, Circular Conjunta N°16 del 10 de abril de 

2018, CONPES N°3950 del 23 de noviembre de 

2018. 
 

Seguridad 
2

3 

1

1 

México, 
Argentina, Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia, 

Venezuela 

Ley de migración mexicana del 25 mayo de 2011, 

Ley 25.871 del 17 diciembre de 2003, Decreto Ley 
1094 del 19 de julio de 1975, Ley 18250 del 06 de 

enero de 2008, Ley 978 del 03 de octubre de 1996, 

Ley 13445 del 24 de mayo de 2017, Ley N°3325 del 
2006, Ley N° 370 de 2013, Reglamento de la ley de 

migración DS N° 1923 del 13 de marzo de 2014, 

Política Migratoria, Ley orgánica de movilidad 
humana R- 938 de 2017, Decreto ejecutivo N° 111 

del 3 de agosto de 2017. Reglamento a la ley 

orgánica de movilidad humana, Decreto Ley 
No.689 de 1991 ley para la contratación de los 

trabajadores extranjeros del 4 noviembre de 1991, 

Ley N°28950 del 12 de enero del 2007, Decreto 
Legislativo Nº 1350 del 6 de enero de 2017, Decreto 

Legislativo de Migraciones, Decreto Supremo N° 

015-2017- RE. Que aprueba la Política Nacional 
Migratoria 2017-2025, Documento CONPES 

N°3603 de 2009 - consideraciones sobre la Política 

Integral Migratoria- PIM-, Ley 1465 de 2011, 
Decreto 1036 del 24 de Junio de 2016, Resolución 

5797 de 2017, Circular Nº 025 de 2017, Ley de 

extranjería y migración N° 37.944 del 24 de Mayo 
de 2004. 

Laboral 
3

2 

1

1 

México, 

Argentina, Chile, 

Uruguay, 
Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia, 
Venezuela 

Ley Federal del Trabajo del 01 abril de 1970, Ley 

de migración Mexicana del 25 mayo de 2011, Ley 
25.871 del 17 diciembre de 2003, Disposición No. 

1170 del 29 de junio de  2010, Decreto No. 892 del 

25 de julio de  2016, Decreto Ley 1094 del 19 de 
julio de 1975, Ley 18156 del 25 de agosto de 1982, 

Decreto con Fuerza de Ley 1 del 31 de julio de 2002, 

Ley 18250 del 06 de enero de 2008, Decreto 394 del 
24 de agosto 2009, Ley 978 del 03 de octubre de 

1996, Ley 6019 del 03 de enero de 1974, Decreto 

73841 de 1974, Decreto Ley N°13344 del 30 de 
Enero de 1976 -Ley de inmigración-, Decreto 

Supremo No. 24423  del 29 de noviembre de 

1996,Ley N° 370 de 2013, Reglamento de la ley de 
migración DS N° 1923 del 13 de marzo de 2014,Ley 

orgánica de movilidad humana R- 938 de 2017, 

Decreto ejecutivo N° 111, del 3 de agosto de 2017. 
Reglamento a la ley orgánica de movilidad humana, 

Política Migratoria de Ecuador, Decreto Ley 

No.689 de 1991 ley para la contratación de los 



 

 

trabajadores extranjeros del 4 noviembre de 1991,  

Decreto Legislativo Nº 1350 del 6 de Enero de 

2017- Decreto Legislativo de Migraciones, Ley N° 

30001 del 11 de marzo de 2013, Documento 
CONPES N°3603 de 2009 - consideraciones sobre 

la Política Integral Migratoria- PIM-, Ley 1465 de 

2011 , Ley 1565 de 2012, Resolución 5797 de 2017, 
Resolución 6045 de 2017, Circular 056 de 2017 

Ministerio del Trabajo, Circular Conjunta No.16 del 

10 abril de 2018, Programa “Colombia Nos Une”, 
Ley de extranjería y migración N° 37.944 del 24 de 

Mayo de 2004. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 2. Frecuencias Dimensiones Matriz General 

Variables Dimensiones Frecuencia Países que lo refieren 

 

 

Administrativo 

Regulación migratoria      32 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Atribuciones y obligaciones 

institucionales  
     35 

México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Reestructuración 

institucional 
21 

México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

 

 

Económico 

Aduanero 20 
Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, Bolivia, 

Ecuador, Perú, Colombia. 

Remesas 7 Argentina, Bolivia, Ecuador, Colombia 

Alianzas  10 Argentina, Chile, Paraguay, Ecuador, Perú, Colombia 

 

 

Social 

Asistencia} humanitaria  15 
México, Argentina, Uruguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia 

Salud 16 
México, Argentina, Uruguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia 

Inclusión social  18 
México, Argentina, Uruguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia 

Educación  18 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia 

 

 

 

Seguridad 

Delitos  18 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Sanciones 16 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Prevención 14 Chile, Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia 

 

 

Laboral 

Disposiciones laborales 26 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Incentivos para el 

emprendimiento y la 

contratación  

15 
Argentina, Chile, Paraguay, Bolivia, Ecuador, Perú, 

Colombia, Venezuela 

Reducción de barreras de 

acceso al mercado laboral 
26 

México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

Disposiciones específicas 

para la vinculación laboral 

del migrante 

             17 
México, Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, Colombia, Venezuela 

 

 

 

 



 

 

Anexo 3. Resumen Frecuencias Matriz Laboral 

Variables Frecuencia 
Países que lo 

refieren 
Dimensiones Frecuencia Países que lo refieren 

Disposiciones 

laborales 
32 

México, 

Argentina, 

Chile, 
Uruguay, 

Paraguay, 

Brasil, 
Bolivia, 

Ecuador, Perú, 

Colombia, 
Venezuela. 

Modalidades de contratación, 
límites y terminación del contrato 

12 
Mexico, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, 

Ecuador, Perú, Venezuela 

Derechos adquiridos durante la 

vinculación laboral 
18 

Mexico, Argentina, Chile, Uruguay, 

Paraguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, Perú, 
Colombia, Venezuela 

Derechos adquiridos una vez 

culmina la vinculación o contrato 

laboral 

6 
Argentina, Paraguay, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Venezuela 

Entidades que velan por el 

cumplimento de los derechos 

laborales 

24 

Mexico, Argentina, Chile, Uruguay, 

Paraguay, Brasil, Bolivia, Ecuador, Perú, 

Colombia, Venezuela 

Obligaciones de los trabajadores 12 
Mexico, Argentina, Chile, Urguay, 

Paraguay, Brasil, Bolivia, Perú, Colombia, 

Venezuela 

Incentivos para 

el 

emprendimient
o y la 

contratación 

15 

Argentina, 

Chile, 
Paraguay, 

Bolivia, Perú, 

Colombia, 
Venezuela 

Estrategias para impulsar el 
desarrollo 

12 
Argentina, Paraguay, Bolivia, Ecuador, 

Perú, Colombia, Venezuela 

Exención pecuniaria 8 Chile, Bolivia, Perú, Colombia 

Formación para el 

emprendimiento 
7 Bolivia, Perú, Colombia 

Incentivos para la contratación 
laboral migrante 

1 Chile. 

Estímulos económicos para el 

emprendimiento 
6 Bolivia, Perú, Colombia 

Reducción de 

barreras al 

acceso del 
mercado 

26 

México, 

Argentina, 

Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, 

Bolivia, 

Ecuador, 

Perú, 

Colombia, 

Venezuela 

Orientación e información  Argentina, Bolivia, Perú, Colombia 

Certificación de habilidades y 

oficios, convalidación de títulos 
 

México, Chile, Bolivia, Perú, 

Colombia 

Formalización de estatus 
migratorio 

24 

México, Argentina, Chile, Uruguay, 

Paraguay, Bolivia, Ecuador, 

Colombia, Venezuela 

Disposiciones 

específicas para 

la vinculación 
laboral de 

migrantes 

17 

México, 

Argentina, 
Chile, 

Uruguay, 

Paraguay, 
Bolivia, 

Ecuador, Perú, 

Colombia, 
Venezuela 

Perfil de cualificación 10 
Mexico, Argentina, Uruguay, Paraguay, 

Bolivia, Perú, Colombia, Venezuela 

Capacidades 16 
Mexico, Argentina, Chile, Urguay, 
Paraguay, Bolivia, Perú, Colombia, 

Venezuela 

Necesidades que se establezcan 

en el mercado laboral 
8 

Mexico, Argentina, Paraguay, Bolivia, 

Ecuador, Perú, Colombia 

 


